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Se 'abre la sesión a las diez y treinta minutos de la 
manana. 

El señor PRESIDENTE: Se inicia la sesión y, en rela- 
ción con ella, antes de entrar en el orden del día formal- 
mente establecido como tal, quiero plantearles algunas 
cuestiones: en primer lugar, como SS. SS. saben, las nor- 
mas que regulan el funcionamiento de la Comisión pre- 
vén que, al inicio de sus actividades en cada legislatura, 
se fije una sede de la Comisión, sede que no tiene el sen- 
tido de condicionar el lugar donde habitualmecte se rea- 
lizan las reuniones; dicho en otros términos, puede ser 
una la sede y dos los lugares de reuniones, como ha veni- 
do siendo habitual. De esta suerte, se ha propuesto por la 
Mesa y Junta de Portavoces y ahora lo hacemos a la con- 
sideración de todos ustedes, la fijación de la sede de la Co- 
misión en esta Cámara, sin perjuicio de que las reuniones 
se hagan de modo turnante en una y otra Cámara, de tal 
suerte que como ésta se celebra en el Congreso, la próxi- 
ma reunión plenaria de la Comisión se celebraría en el Se- 
nado; pero la sede, por razones logísticas, parece oportu- 
no fijarla en esta Cámara. 

¿Están de acuerdo SS. SS. con esta propuesta? (Pausa.) 
Entendiendo que no existe oposición en contrario, lo da- 
mos aceptado por asentimiento. 

DELEGACION EN LA MESA DE LA COMISION DE LAS 
FACULTADES A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 44 
DEL REGLAMENTO 

El señor PRESIDENTE: Quiero someter también a la 
consideración de SS. SS., y así lo hemos hecho en la reu- 
nión previa de Mesa y Junta de Portavoces, en relación 
con el artículo 44 del Reglamento de la Cámara, la dele- 
gación en la Mesa de la Comisión de la facultad de con- 
vocar personas, autoridades, etcétera, que se establece en 
el citado precepto. El artículo 44, como ustedes saben, 
dice que las Comisiones, por conducto del Presidente, et- 
cétera, podrán recabar información, documentación, la 
presencia de autoridades y funcionarios -tenemos hoy 
aquí al Presidente del Tribunal de Cuentas con tres Con- 
sejeros, y este es un ejemplo peculiar- y la comparecen- 
cia de otras personas, etcétera, etcétera. No me parece 
oportuno insistir en el contenido del Reglamento, porque 
lo doy por conocido, pero sí quiero señalarles que es nor- 
ma habitual en las restantes Comisiones de la Cámara -y 
también queríamos someterlo a la consideración de 
ésta- la delegación en la Mesa de la Comisión de la con- 
vocatoria de estas personas o del ejercicio de las compe- 
tencias establecidas en el artículo 44, con la finalidad pu- 
ramente de agilizar el trabajo y no tener que esperar para 
convocar o solicitar algo a una reunión de la Comisión, lo 
que introduce una lentitud en. el desarrollo de nuestros. 
trabajos. 

Los portavoces que han asistido se han manifestado 
concordes en el seno de la reunión. No obstante, como la 
Coniisión es soberana, someto a la Consideración de uste- 

des este particular. ¿Hay alguna opinión en sentido con- 
trario? (Pausa.) iEstán todos de acuerdo? (Pausa.) 

Muy bien, pues damos aprobado por asentimiento este 
tema. 

Pasamos al orden del día.. En relación con el orden-del 
día y con carácter, asimismo, previo, debo hacerles algu- 
nas consideraciones. 

En primer lugar, el punto sexto del orden del día, que 
tienen ustedes delante, el relativo a la Organización de 
Trabajos Portuarios, queda excluido del orden del día por 
la siguiene razón de la que doy cuenta a SS. SS. Se trata, 
en este caso, de un informe de la Intervención General del 
Estado, al que acompaña un informe del Tribunal de 
Cuentas, Esto es lo normal en este tipo de informe. Pero, 
como en la batería de temas pendientes de debate, soba- 
re cuya tramitación ahora les daré también conocimien- 
to del acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces, existe 
una auditoría de la Intervención General del Estado de la 
Organización de Trabajos Portuarios, con su correspon- 
diente informe del Tribanal de Cuentas, distinta de este 
documento al que nos estamos refiriendo, este documen- 
to no es sino un complemento de aquélla, que está pen- 
diente de debate y que está en las coloquialmente llama- 
das auditorías «de infarto», para entendernos. De tal suer- 
te que para evitar hacer dos debates, puesto que el docu- 
mento que figuraba en el orden del día no es sino una pie- 
za del principal, que es aquel que está pendiente de de- 
bate y de fijación del orden del día, lo excluimos del mis- 
mo, lo incorporamos al tema central para que en su mo- 
mento podamos debatir'conjuntamente uno y otro infor- 
me de la Intervención General del Estado, uno y otro in- 
forme del Tribunal de Cuentas. 

También sobre este particular quería decirles que, en 
relación con el punto noveno del orden del día, como us- 
tedes pueden comprobar, dice: .Petición del Grupo Par- 
lamentario Popular sobre adjudicación de azúcar por el 
FORPPAn. Se trata de un documento que casi no debiera 
de figurar en el orden del día, pero puesto que figura en 
él y lo vamos a excluir del orden del día, a efectos de de- 
bate, voy a darles cuenta de la razón. 

Se trata de un documento del Grupo Popular, como us- 
tedes saben mejor que yo, en el que se insta a la Comi- 
sión para que ésta se dirija al Tribunal y actúe en orden 
a la agilización de un informe que el Tribunal tiene pen- 
diente sobre este particular de adjudicación de azúcar del 
FORPPA. 

Este tema ya ha sido oralmente comentado con el Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas, también por vía escrita 
formal se ha dado cuenta al Tribunal de Cuentas -está a 
punto de llegar la comunicación- y entendemos que no 
se hace preciso que la Comisión se pronuncie sobre ello, 
ya que se trata de un acto de los que pudiéramos llamar 
de trámite; esto es, un acto dirigido a impulsar el proce- 
dimiento en las relaciones recíprocas entre la Comisión y 
el Tribunal, de tal suerte que no es preciso formalmente 
adoptar ningún acuerdo sobre el particular, sin perjuicio 
de que la pretensión del Grupo Popular de instar a que 
esto quede resuelto cuanto antes, esté perfectamente aco- 
gida, tanto en actuaciones orales con el Presidente del Tri- 
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bunal de Cuentas, como la ya citada escrita por parte del 
Presidente de esta Comisión. 

Finalmente, también en relación con el orden del día 
en este caso, no para excluir, sí para proponerles una cosa 
de la que también se ha dado cuenta a la Mesa y Junta 
de Portavoces en la sesión previa. 

En relación con el punto décimo, que #e refiere a las 
propuestas de resolución que hemos de debatir y votar en 
la reunión de hoy, las Presidencias de una y otra Cámara 
se han dirigido a esta Comisión dando cuenta de la nece- 
sidad de reponer esta cuestión, cuyo debate había sido ini- 
ciado en la anterior legislatura, al momento inicial del 
debate. 

En la reunión que habíamos tenido la Mesa y Junta de 
Portavoces, no la de hoy, sino en la previa a esta convo- 
catoria de reunión, habíamos acordado dar por válido lo 
actuado en esta materia en la anterior legislatura para 
evitar repetir lo hecho por la Comisión, en relación con 
uno y otro tema. 

En relación con este tema, los Presidentes nos dicen eso 
y hay una manera reglamentariamente de concordar la 
voluntad de no repetir el trabajo ya hecho Pon la volun- 
tad de los Presidentes de una y otra Cámara, como expre- 
sión de directiva de una y otra Mesa de que aquello que 
está, por así decirlo, hecho en la anterior legislatura se re- 
pita o convalide, que es formalmente, someter a la consi- 
deración de la Comisión la convalidación -y así lo hago- 
de lo actuado sobre uno y otro tema en la anterior legis- 
latura, coincidiendo con ello con lo acordado por la Mesa 
y Junta de Portavoces de Comisión; pero, por si acaso el 
tema se planteara con posterioridad a esta reunión a un 
tema que va a ser objeto de debate y votación en la mis- 
ina, el relativo a las propuestas de resolución sobre el Pa- 
tronato Nacional de Museos, extendemos esta considera- 
ción de convalidación o de propuesta de convalidación a 
SS.SS. sobre estos tres temas, de tal suerte que, resu- 
miendo, propongo a SS. SS. que, si lo consideran oportu- 
no, den su asentímiento a convalidar las actuaciones he- 
chas por la Comisión en la anterior legislatura, en rela- 
ción con los temas Patronato Nacional de Museos, Cuen- 
ta General del Estado y Real Comité Organizador de la 
Copa Mundial de Fútbol 82, para evitar la repetición de 
lo hecho y seguir el trabajo en el punto en que en la an- 
terior legislatura lo hizo. 

¿Hay sobre este punto acuerdo por parte de SS. SS.? 
Tiene la palabra el señor Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: Creo recordar, si no es- 
toy confundido, que las resoluciones que en su momento 
se presentaron referidas al Patronato Nacional de Museos 
quedaron pendientes en la Comisión y no se votaron. Por 
lo tanto, en este caso cabría ver hoy tanto las propuestas 
del Grupo Socialista que figuraron presentadas en aquel 
momento y que hemos ratificado, como las del Grupo 
Popular. 

El señor PRESIDENTE: Así estaba previsto. Muchas 

¿Alguna otra intervención sobre este particular? (Pau- 
gracias, no obstante, señor Padrón. 

sa.) No habiéndolas, damos por asentimiento convalida- 
das las actuaciones de la Comjsión, hasta el momento de 
la terminación de los trabajos en la anterior legislatura, 
siguiéndolos en aquel en que nos encontramos, que es el 
de propuestas de resolución. 

Antes de pasar la palabra al Presidente del Tribunal de 
Cuentas y a los Consejeros que él considere oportuno, en 
relación con los temas que han quedado en el orden del 
día, relativos a los puntos uno a ocho, excluyend; el seis, 
quería decirles, asimismo, a los miembros de la Comisión 
algunas cosas, a titulo informativo. 

Esta mañana hemos tenido reunión de la Mesa y Junta 
de Portavoces y en la misma hemos acordado distribuir 
los temas de las auditorfas de la Intervención General del 
Estado en cuatro grupos temáticos, que darán lugar, asi- 
mismo, a cuatro grupos de trabajo. Los grupos temáticos 
son: primero, Estado y organismos autónomos; segundo, 
empresas públicas; tercero, corporaciones locales; cuar- 
to, resto. Sobre cada uno de estos temas se trabajará por 
un grupo de trabajo o ponencia, llámenlo como quieran, 
cuya composición numérica y personal será comunicada 
por cada grupo -y lo digo para aquellos que no estuvie- 
ron en la reunión de portavoces esta mañana- a la Co- 
misión, en el plazo más breve posible. Por tanto, les re- 
cuerdo la necesidad de comunicar los miembros que van 
a trabajar en cada uno de estos cuatro grupos: Estado y 
organismos autónomos, empresas públicas, corporacio- 
nes locales y resto. Todo ello referido -repito- a las au- 
ditorías de la Intervención General del Estado y del in- 
forme complementario del Tribunal de Cuentas. 

Sobre este tema se ha quedado ya en’la Mesa y Junta 
de Portavoces en que se celebrará reunión de esos grupos 
de trabajo sobre esos grupos temáticos el día 25 de este 
mes, a las diez de la mañana, en esta Cámara, en el lugar 
que será indicado y convocado para que aquellos de us- 
tedes que sean designados para formar parte de cada gru- 
po sepan en cada momento a qué pieza de la Cámara tie- 
nen que acudir para poder iniciar sus trabajos. Posterior- 
mente, esa ponencia o grupo emitirá un documento resul- 
tado de sus trabajos, y lo someteremos a una reunión pie- 
naria de la Comisión. 

Les anticipo, asimismo, que es voluntad, en principio, 
de la Mesa y Junta de Portavoces tener una reunión ple- 
naria de la Comisi6n en torno al 10 de diciembre. Entien- 
dan la fecha como una expresión de voluntad, que siem- 
pre puede tener alguna pequeña variación, si fuere nece- 
sario, pero señalen ya en sus agendas, si me permiten la 
peticih,  a efectos de autoadministración, que siempre es 
bueno esa semana, en la que no hay Pleno. En esa reu- 
nión -y finalizo ya todas estas cuestiones previas- se in- 
cluirán aquellas cuestiones que han tenido entrada en la 
Comisión, distintas de las incluidas en los cuatro grupos, 
más aquellas cuestiones que entren durante un período 
prudencial, que permitan que se incluyan para que pue- 
dan, con conocimiento de causa, llegar a la Comisión. Se 
debatirán, por supuesto, las propuestas de resolución que 
se deriven de los informes que el señor Presidente del Tri- 
bunal de Cuentas y los Consejeros que le acompañan nos 
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hablen en la mañana de hoy y sobre los cuales ustedes 
pueden solicitar aclaraciones. 

Tengo la impresión de qbe no se me ha quedado nada 
en el tintero. Si así fuere, les solicito que, en el momento 
en lo que consideren oportuno, me lo recuerden. 

INFORMES DEL TRIBUNAL SOBRE: 

- ORGANISMO AUTONOMO OBRA DE PROTEC- 
CION DE MENORES 

El señor PRESIDENTE: Sin mayor dilación, pasamos 
ya al orden del día propiamente dicho, es decir, a oír la 
opinión del Presidente del Tribunal de Cuentas y de los 
Consejeros que él considere oportuno que intervengan, y ,  
en primer lugar, sobre el Organismo Autónomo Obra de 
Protección de Menores, y les recuerdo que, al final de las 
intervenciones, pueden ustedes solicitar las aclaraciones, 
o puntualizaciones o informaciones que juzguen pertinen- 
tes; pero recordándoles, asimismo, que, sobre este par- 
ticular, no existe debate entre las partes. No digo que no 
exista declaración de opinión. 

El señor Ramallo. tiene la palabra. 

El señor RAMALLO CARCIA: Sí, senor Presidente. No 
sé si es el momento procesal oportuno o no, pero mi Gru- 
po quería dar la bienvenida tanto al Presidente del Tri- 
bunal de Cuentas, como a los Consejeros de dicho Tribu- 
nal, que hoy nos acompañan, y preguntar a la Presiden- 
cia, y a través de ella al Presidente del Tribunal, si esti- 
ma oportuno hacer algún informe, ya que es la primera 
reunión que tenemos en esta legislatura, sobre cuál es el 
estado de actividad del tribunal y sobre cuáles son las 
cuestiones que se podrían plantear en esta Comisión, so- 
bre el calendario de actuaciones. 

El señor PRESIDENTE: El senor Ramallo se ha ade- 
lantado a la bienvenida que, sin duda, compartimos to- 
dos los miembros de la Comisión, y seguidamente damos 
la palabra al Presidente del Tribunal de Cuentas, en rela- 
ción con el tema del Organismo Autónomo Obra de Pro- 
tección de Menores, sin perjuicio de lo cual no hay incon- 
veniente en que, de considerarlo oportuno pueda, en el 
momento que quiera el Presidente manifestarlo, que en- 
tienda oportuno sobre la petición del señor Ramallo. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Muchas gracias, señor Presidente. 

En primer lugar, quiero corresponder en nombre del 
Tribunal y en el mío propio a esta bienvenida, siendo para 
mí un placer dirigirme a los parlamentarios que integran 
esta Comisión, saludarles y ofrecerme incondicionalmen- 
te en nombre del Tribunal y en nombre propio para to- 
das las cuestiones que nosotros podamos resolver. 

Entramos en el Organismo Autónomo Obra de Protec- 
ción de Menores. Los señores parlamentarios tienen en su 
poder el informe y yo en la presentación voy a hacer una 
síntesis, únicamente para actualizar el conocimiento o re- 

cordar las cuestiones fundamentales del informe, toda vez 
que si desean alguna aclaración más profunda, como se 
halla presente el Consejero que dirigió la fiscalización, 
probablemente él podrá hacer las puntualizaciones que 
se demanden. 

La Obra de Protección de Menores, en su fiscalización, 
acusa las siguientes cuestiones fundamentales: Ha habi- 
do uno o varios fraccionamientos de obras a efectos de 
contratación. Se ha reiterado el fraccionamiento de obras 
para contratar. Se ha señalado también, como otra irre- 
gularidad, el que no se han sacado a concurso público y,  
de algún modo, tampoco se ha intentado lograr la con- 
currencia en los estudios o proyectos de arquitectos, se- 
ñalándose que, en uno de los años, proyectos que impli- 
caban un coste de construcción de cerca de 3.000 millo- 
nes de pesetas fueron adjudicados a dos arquitectos sin 
concurrencia de competencia, en un 50 por ciento. En el 
año 1983 se hizo la distribución entre mayor número de 
arquitectos, pero, en todo caso, parece ser que sin promo- 
ver una concurrencia de proyectos. 

En el informe se ha destacado la falta de control en la 
gestión de inspección, liquidación de recaudación del im- 
puesto o tasa del 5 por ciento de protección de menores 
sobre espectáculos públicos. También se subraya la falta 
de control en algunos casos sobre los rendimientos de ri- 
fas benéficas, cuyos ingresos y gastos no se han incorpo- 
rado a los Presupuestos y, por consiguiente, la fiscaliza- 
ción se ha tenido que realizar «in situ», examinando los 
documentos que estaban, como digo, al margen de la 
cuestión presupuestaria. Precisamente surge de esta fis- 
calización una pieza separada para un juicio de cuentas. 
Se han detectado en unos casos defectos y en otros exce- 
sos de ingresos en la Seguridad Social. También con este 
motivo, el exceso de ingresos ha determinado un coste en 
la parte patronal y también se ha iniciado un juicio de 
cuentas. Se han hecho pagos a profesionales sin retención 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Se 
destaca en el informe una falta de control de costes que 
hace poco fiables las estadísticas comparativas de los cos- 
tes por plaza, cuestión ésta, evidentemente, de una gran 
importancia en este tema y, como habrán visto los seño- 
res parlamentarios, esta falta de control de costes da lu- 
gar a una dispersión extraordinaria en los gastos de alo- 
jamiento por plaza entre unos y otros centros. 

En cuanto al control de eficacia, el juicio de valor que 
tenemos que aventurar es que no ha habido una gran efi- 
cacia en la gestión de este centro. Por citar algunos de los 
casos, se han abonado, por ejemplo, 34 millones por ho- 
norarios de proyectos de obras que no se han llegado a 
realizar. Más importante todavía es la cuestión de que se 
hallaban por utilizar, por poner en funcionamiento, obras 
por importe de 2.700 millones de pesetas, en 14 centros. 
También hay que destacar que se hallaban paralizadas 
obras - e n  la página 23 lo tienen ustedes- por 1.121 mi- 
llones. Esta es una cuestión de la que hemos tomado bue- 
na nota. Desgraciadamente, no sólo ha sucedido en esta 
obra, sino en muchas otras obras y actividades de carác- 
ter público. Se hacen grandes inversiones y bien porque 
no se proyectaron adecuadamente, bien porque no se hi- 
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cieron previsiones para la utilización, están sin poner en 
marcha, están, a veces, a falta de determinar y con un cos- 
te financiero de inactividad extraordinario. Falta por con- 
siguiente de eficacia. 

Otra manifestación de la falta de eficacia es que no se 
ha urgido, ni se han pedido los intereses de demora por 
retrasos a los contratistas en la obra. 

Como síntesis y resumen, y sin perjuicio de si el Conse- 
jero Director del proceso de fiscalización tiene que am- 
pliar datos, yo deseo manifestar que la Obra de Protec- 
ción de Menores hoy está extinguida y su contenido ha pa- 
sado a ser de una Dirección General del Ministerio de Jus- 
ticia. Por consiguiente, este informe se ha de interpretar 
como una información de carácter muy general, con pre- 
cisi6n de defectos y con comunicación, al amparo del ar- 
tículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal, repito, de pro- 
puesta de que se tengan en cuenta todas estas observacio- 
nes y de mejora de los servicios de control y de contabi- 
lidad de una tarea tan importante como es la que integra 
la extinguida Obra de Protección de Menores. 
Yo no tengo más que decir aquí y no sé si el Consejero 

considera oportuno ampliar o aclarar algo. (Pausa.) En 
principio no, salvo lo que digan ahora los señores par- 
lamentarios. 

El señor PRESIDENTE: ¿Grupos que quieran interve- 
nir para solicitar aclaraciones o puntualizaciones? (Pau- 
sa .) 

Me parece que sólo hay una petición, por el Grupo Po- 
pular. Tiene la palabra el señor Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: En primer lugar felici- 
to al Tribunal de Cuentas por el magnífico trabajo reali- 
zado respecto a la Obra de Protección del Menor, que, in- 
cluso, es algo más que una auditoría en el concepto usual 
de la misma. 

Desearía que me aclarara algunos puntos. En la página 
ocho del informe se comenta un incremento de gastos de 
personal en el período considerado del orden del 288 por 
ciento. Quisiera que rqe concretara si este incremento se 
reparte regularmente entre todos los ejercicios que han 
analizado, o si se concreta especialmente en algunos de 
ellos. 

En la página diez detecta una muy grave irregularidad 
cual es quese han realizado descuentos a trabajadores del 
organismo para ingresarlos en la Seguridad Social y, sin 
embargo, han quedado a beneficio del organismo y no se 
ha efectuado dicho ingreso. Sin embargo, en las conclu- 
siones no veo que en este punto concreto se haya realiza- 
do alguna actuación específica de pasar el tanto de culpa 
por esta actuación al Ministerio Fiscal. 

En la página catorce, al analizar cómo se desarrollan 
los gastos del organismo, indica que se producen libra- 
mientos por trimestres anticipados que posteriormente 
son justificados por el organismo. Con independencia del 
análisis que realiza posteriormente respecio a la mala uti- 
lización de estos conceptos a justificar, quisiera saber si 
realmente hay transferencia física de estos fondos y se si- 
túan en cuenta del Banco de España, o se sitúan en cuen- 

tas de bancos o cajas de ahorro, en cuentas de entidades 
privadas de crédito. 

Asimismo resaltar el informe en la página 18 que se 
abonan al personal directivo unos gastos de representa- 
ción en una cantidad fija y que se incluyen en nómina. 
Quisiera saber si por el análisis que se ha realizado están 
justificados estos gastos, si realmente el personal directi- 
vo de este organismo tiene que gastar dinero para repre- 
sentar al mismo y, en cualquier caso, si pudieran indicar- 
me la cuantía de estas retribuciones. 

En las páginas 24 y 33 se señalan una serie de hechos 
que han puesto en conocimiento del Ministerio Fiscal, en 
el primer caso, en relación con los honorarios cobrados 
por un arquitecto que, a su vez, era funcionario contrata- 
do del organismo, y, en el segundo caso, en la página 33 
se refieren al análisis de las rifas efectuadamor tres pro- 
vincias sobre el que también han pasado un informe al 
Ministerio Fiscal. Desearía saber cuál es el estado de las 
diligencias que se hayan iniciado en base a estos informes 
al Ministerio Fiscal, si es que han comenzado. 

En cuanto a la tesorería, cuyo análisis se recoge en las 
páginas 37 y'siguientes, parece que la Obra de Protección 
de Menores funciona con un enorme volumen de tesore- 
ría, de un lado, por haber recibido anticipadamente las 
consignaciones de un trimestre completo y, de otro, por 
la gestión que recauda el organismo directamente por la 
rifa y por todos estos conceptos que maneja. Desearía sa- 
ber si se hace una adecuada gestión de la tesorería y en 
qué apartados se recogen los ingresos financieros produ- 
cidos por esta gestión de tesorería, si es que existen estos 
ingresos financieros producidos por dicha gesti6n. 

En la página 41 recogen ustedes una enorme diferencia 
rn el coste unitario por niño entre unos centros y otros 
que van desde 190.000, creo que es el más bajo, hasta el 
superior que asciende a un millón 670.000 por niño en el 
Colegio ((Zambranan de Valladolid. En la página 42 se re- 
rogen una serie de explicaciones para justificar esta enor- 
me diferencia; pero, no obstante, éstas no parecen muy 
válidas puesto que precisamente el centro más caro es uno 
de los que ha permanecido cerrado durante un período de 
tiempo. 

Respecto a las conclusiones desearía que me informa- 
ran si ha habido alguna actuación concreta en la parte 
del informe que ustedes han pasado al Ministerio de Tra- 
3ajo y a los distintos organismos, desearía saber si ya hay 
alguna actuación concreta de estos organismos, en rela- 
:ión con los datos que ustedes les han facilitado. 

El señor PRESIDENTE: El señor Presidente o el señor 
Zonsejero que él indique tiene la palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
i'AS (Fernández Pirla): Creo que, dado el carácter muy 
,untual y específico de las preguntas planteadas, quizá el 
Zonsejero pueda responder a algunas de las cuestiones. 
Me temo que algunas otras de detalle tendremos que mi- 
-ar antecedentes y papeles y comunicarlo más tarde. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
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_ _ _ _ ~  

(Bujidos Caray): Intentaré contestarle prácticamente a to- 
das las preguntas, porque creo que el señor parlamenta- 
rio ha puesto el dedo en la llaga al tocar los temas más 
fundamentales de este informe. 

La primera pregunta se refiere al incremento de perso- 
nal. Hay un anexo que solemos facilitar en el cual apare- 
ce la ejecución presupuestaria de la Obra de Protección 
de Menores, No quiero cansar a su señoría respecto a este 
punto, pero viendo el capítulo primero, remuneraciones 
de personal, se advierte cómo el incremento de personal 
se ha realizado de forma progresiva y de una manera que 
yo podría calificar de racional porque, efectivamente, la 
Obra ha ido incrementado su actividad y existe una clara 
proporcionalidad entre el incremento de personal y el in- 
cremento de actividad. Creo que no hay ningún punto SUS- 

tancial queaclarar sobre este tema. 
Veo que el señor parlamentario siente una profunda in- 

quietud por las actuaciones jurisdiccionales que han exis- 
tido en este expediente. Le diría, para resumir -y con 
ello contesto a varias preguntas-, que las actuaciones ju- 
risdiccionales son las siguientes: ya existe una sentencia 
condenatoria con motivo de la rifa de Ovieao - e s t a  sen- 
tencia ha sido apelada- ya que se habían detraído fon- 
dos de dicha rifa y se habían compensado por talones pos- 
datados. En realidad se ha planteado un problema que 
técnicamente es muy interesante sobre la jurisdicción del 
Tribunal de Cuentas, pero entiendo que con esta informa- 
ción es suficiente ya que la sentencia dictada ha sido 
apelada. 

En cuanto a las actuaciones de la Seguridad Social que 
plantea hemos optado por un camino, que creo que es el 
más interesante, que consiste en poner en conocimiento 
de la Tesorería de la Seguridad Social todas las irregula- 
ridades advertidas. La Dirección Técnica del Menor nos 
ha pedido que concedamos un aplazamiento, porque las 
irregularidades que se han advertido, cotizaciones inde- 
bidas, cantidades que han sido retenidas y no ingresadas 
y, también, cotizaciones inferiores, han sido puestas en 
conocimiento de la Tesorería General. Confío que de es- 
tas actuaciones se derive que, por ejemplo, si ha habido 
reconocimiento de pensiones en función de bases por las 
que no se debió cotizar, con la devolución correspondien- 
te por parte de la Tesorería General se tomen las medi- 
das adecuadas con respecto a aquellos que han podido ser 
beneficiarios de una pensión cuya cotización no era 
correcta. Para tranquilidad del señor parlamentario le 
diré que todas las actuaciones de este.expediente que afec- 
tan a la Seguridad Social están en conocimiento de la Te- 
sorería General para que, a la vista de lo que resuelva el 
#Ministerio Fisca.1 posteriormente, ejercite o no acción de 
responsabilidad contable a la vista de cuál sea la solución 
definitiva. 

Le preocupa al señor parlamentario también respecto 
a los gastos descentralizados dónde han ido a parar estos 
fondos. Creo que hoy mismo en esta Comisión tendremos 
oportunidad de hablar del problema de las cajas-B y del 
problema de los pagos a justificar, porque en el punto 
ocho del orden del día existe una moción del Tribunal de 
Cuentas sobre esta materia que creo es muy importante. 

En síntesis y por lo que se refiere a este Organismo se 
dice en el informe que hay unos pagos a justificar con un 
claro incumplimiento de la Ley General Presupuestaria 
en cuanto a los plazos de justificación, que origina em- 
balse de dinero en fondos que no son del Banco de Espa- 
ña y,  como esto implica una situación objetiva de riesgo, 
creo que por el interés que tiene volveremos sobre ello en 
el punto ocho del orden del día. 

En cuanto al tema de gastos de representación, le diré 
al señor parlamentario que se ha planteado pieza separa- 
da también, en la cual el Tribunal de Cuentas en este mo- 
mento, por lo que se refiere al caso, está recabando infor- 
mación del organismo, porque concretamente estos gas- 
tos de representación se simultaneaban con otras retribu- 
ciones, y se ordenó que no se siguieran pagando, con mo- 
tivo de un reparo formulado por la Intervención Delega- 
da. Automáticamente, nosotros hemos pedido justifica- 
ción de las razones que tuvo el Interventor Delegado para 
suspender estas retribuciones y con estas actuaciones po- 
nerlas en conocimlento del Ministerio Fiscal por si esti- 
ma que han existido indebidas percepciones de retribu- 
ciones; pero queremos, como es lógico, que esto esté lo su- 
ficientemente documentado para que el Ministerio Fiscal 
tenga en sus manos todos los antecedentes que origina- 
ron lo que ha causado extrañeza que, por el mero reparo 
del Interventor Delegado, se dejaran de pagar estas re- 
tribuciones. 

En cuanto al tema de los honorarios, también hay pie- 
za separada al respecto y en este expediente le diré que 
está paralizado con motivos de haber sido recusado el 
Juez instructor. Este es un problema sobre el que en este 
momento hay una recusación en virtud de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal y aparecen paralizadas las actua- 
ciones por lo que se refiere al departamento que está en- 
cargado de la tramitación, a la espera de que se resuelva 
la recusación. Si el Consejero correspondiente fuera recu- 
sado, automáticamente pasaría el expediente a otro Con- 
sejero para seguir el tratamiento. 

En cuanto al tema de rifas, lo he contestado anterior- 
mente; la de Oviedo realmente es la  que ha originado la 
sentencia condenatoria y existen actuaciones también por 
lo que se refiere a las rifas de Oviedo y Cartagena. 

En cuanto al tema de la tesorería, es un tema recurren- 
te. Con motivo del debate fundamental que hemos anun- 
ciado y que yo no quisiera anticipar ahora para no per- 
der unidad en la exposición, podrá volverse a tratar si es 
que los señores parlamentarios tienen interés en profun- 
dizar en un tema que, a juicio de este Tribunal, es bas- 
tante importante. 

Por último, le preocupa al señor parlamentario lo que 
creo que es una de las partes sustanciales del informe, que 
es el coste unitario por niño. El Tribunal, a la hora de es- 
tablecer las grandes diferencias, la falta de homogeneidad 
que se v e  en el informe, no ha intentado disculpar nada, 
sino todo lo contrario, porque el Tribunal entiende que 
no existen razones que puedan justificar diferencias de tal 
calibre. Si el señor Parlamentario analiza con detalle lo 
que el Tribunal pretende hacer en sus conclusiones verá 
que es poner de manifiesto que la ausencia de una conta- 
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bilidad analftica del organismo (que si bien es cierto que 
no está obligádo a llevarla, pero sería fundamental que 
hubieran utilizado cualquier sistema para llegar a cono- 
cer esas profundas diferencias) no tiene ninguna razón ob- 
jetiva que lo justifique. 

O sea, que yo en lo que quiero insistir es en que, bajo 
ningún concepto, en la página 42 se pretende justificar el 
cuadro, sino poner de manifiesto la falta de homoge- 
neidad. 

Creo que he contestado a todas sus preguntas. 

El señor PRESIDENTE: Señor Jordano, ¿queda satis- 
fecho o quiere solicitar alguna aclaración? 

El señor JORDANO SALINAS: Estoy satisfecho, pero 
espero la explicación en el último punto respecto al tema 
de la tesorería y de su gestión. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna otra solicitud de pa- 

Tiene la palabra el representante del CDS. 
labra? (Pausa.) 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Gracias, se- 
ñor Presidente. Ante todo vaya unir la voz de mi Grupo a 
las que ya se han expresado de bienvenida al Presidente 
del Tribunal y a los señores Consejeros, y a continuación 
voy a fijarme en un punto que no es específico de este ex- 
pediente, aunque se han manifestado a propósito de él, se- 
ñor Presidente del Tribunal de Cuentas, y que para mi tie- 
ne una importancia extraordinaria, para nuestro Grupo y 
creo que para todos los que estamos aquí reunidos. 

El habló del fraccionamiento de obras en cuanto a la 
contratación. Habló también de la no concurrencia en los 
estudios o proyectos de arquitectos, a propósito de pro- 
yectos que son de una cuantia muy importante, y hablb 
de un coste financiero por inmovilizados que se producen 
a propósito de obras que se comienzan y luego se parali- 
zan o que no llegan a comenzarse, o que no llegan a 
terminarse. 
Yo creo que la labor de esta Comisión, en cuanto a re- 

comendaciones que se pueden hacer como órgano de con- 
trol del propio Ejecutivo, debe establecer, a mi modo de 
ver, y se lo sugiero a la Presidencia, un cauce para que 
esto llegue, no eR concreto, cuando se trate de temas que 
afectan a toda la Administración, a todo el Ejecutivo, pues 
son costumbres o corruptelas que se van denunciando ex- 
pediente tras expediente, algo que fuera como un infor- 
me distinto de la Cuenta'General del Estado, porque se 
da con retraso, es excesivamente compleja, etcétera, que 
permitiera que todas esas cuestiones que se dan con más 
frecuencia en toda la Administración, tuvieran un cauce 
adecuado, repito, desde esta Comisión para que, a través 
del Ministerio de la Presidencia, o del órgano adecuado, 
se hicieran las recomendaciones pertinentes a efectos de 
que se pusiera coto, o se estableciera un mayor control a 
lo que son desviaciones de una conducta correcta, e in- 
cluso el análisis de las causas que producen esta reitera- 
da conducta de la Administración. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Yo entiendo, sefior Rebollo, 
que la cuestión que ha planteado es interesante, pero, por 
decirlo de alguna manera, estamos fuera de la cuestión, 
de tal suerte que, sin perjuicio de dejar que S. S. se ex- 
presat.a, entiendo que no se plantea una cuestión íntima- 
mente ligada con la solicitud de aclaraciones o puntuali- 
zaciones sobre el tema del Tribunal de Cuentas y, por tan- 
to, entiendo que no es necesario que se exprese opinión so- 
bre el tema, salvo que se considere por parte del Tribu- 
nal. Lo digo para intentar centrar el tema sin limitar pa- 
labras, eso sí. No quiero que me acusen ustedes de limi- 
tador de palabras. 

¿Alguna otra intervenci6n sobre el tema de la Obra de 
Protecci6n de Menores? (Pausa.) 

Pues, si me permiten, yo haría una muy elemental, y es 
que, en relación con el tema de la Seguridad Social, pien- 
so que, con independencia de que planteen el tema a la 
Tesorería a efectos de los informes de las eventuales pen- 
siones que pudieran derivarse del tema, como hay otra di- 
mensión que no es ésa, sino que es la recaudatoria que la 
Tesorerfa realiza como servicio común, pero cuando está, 
por así decirlo, apoyado el hecho recaudatorio en una ile- 
galidad, requiere una actuación de la Inspeccidn. Pienso 
si no sería útil -lo dejo sobre la Mesa- que además de 
la Tesorerfa, a los efectos citados, se pudiera comunicar 
tales supuestos a la Dirección General de la Inspección 
del Ministerio de Trabajo para cuando eventualmente 
proceda una actuación de la Inspecci6n. No tiene otra fi- ' 
nalidad que la de ponerlo sobre la mesa sin mayor 
importancia. 

- SOCIEDAD MERCADOS DE ORIGEN DE PRODUC- 
TOS AGRARIOS DE ELMERIA (MERCOALMERIA) 
ALMERIA) 

El señor PRESIDENTE: Pasamos seguidamente al se- 
gundo punto del orden del día: uSociedad Mercados de 
Origen de Productos Agrarios de Almería Y (Mercoalme- 
ría). 

El señor Presidente del Tribunal de Cuentas tiene la 
palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Muchas gracias, señor Presidente. 

Estando presente el Consejero que ha dirigido la fisca- 
lización, yo me voy a limitar exclusivamente a señalar los 
puntos principales que en este informe se destacan. 

Hay una deficiente inventarización, hasta el extremo de 
que cuando se ha ido a hacer control, faltan elementos en 
los inventarios, han desaparecido ya, quizá por su uso, 
por retirada, etcétera, y siguen inventariados. Hay una 
falta de control que ha dado lugar a pequeñas corrupte- 
las, insignificantes en su cuantía, que se señalan en el in- 
forme, pero que es necesario corregir para evitar otras 
consecuencias. 

Se han incumplido las obligaciones formales en mate- 
ria de contabilidad señaladas por el Cógigo de Comercio. 

En relación con la gestión económica, aparece una cues- 
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tión de la que vamos después a ocuparnos con toda gene- 
ralidad, pero es las famososas «Cajas B » .  En las compro- 
baciones efectuadas se ha podido verificar la existencia 
de una libreta de ahorro abierta en una entidad bancaria 
que no aparece contabilizada, cuyo saldo ascendía a seis 
millones. En ella se han ingresado comisiones abonadas 
por transportistas a la «Merco» en cuestión y que consti- 
tuyen ingresos que han de incrementar la cucpta de 
resultados. 

Se ha verificado la existencia de intereses devengados, 
no contabilizados, por tres millones de pesetas. Esto, una 
vez más, viene a subrayar la importancia que tiene el con- 
trol de la tesorería, para evitar que en lo sucesivo proli- 
feren las «Cajas B» que están fuera de control Iógicamen- 
te y sólo con actuaciones «in situ» pueden hacerse com- 
probaciones. 

Como consecuencia de todos estos defectos en los plan- 
teamientos contables, se han calificado como irregulari- 
dades en el informe, algunas partidas, como, por ejemplo, 
una partida de pasivo denominada «Cuentas pendientes 
de aplicación., cuando realmente tenía que estar ya en re- 
serva otra «Provisión para quebrantos)), cuya dotación 
como se destaca en el informe, es muy discutible que sea 
estrictamente legal, tiene también un carácter distinto del 
que indica su nombre «provisión para quebrantos», es 
una auténtica reserva. 

Se ha señalado también en el informe que se han satis- 
fecho cantidades bajo el concepto de U indemnizaciones 
por locomoción» que extrañamente o sorpresivamente 
vienen a coincidir con las retenciones verificadas a los 
perceptores por el Impuesto sobre la Renta de las Perso- 
nas Físicas y la Seguridad Social. 

Esta cuenta de la que estamos hablando, la de indem- 
nizaciones por locomoción, se fia utilizado también para 
contabilizar, con cargo a la misma, pagas extraordinarias 
independientes de las normales; es decir, esta institución 
no solamente daba las catorce pagas, ordinarias y extraor- 
dinarias, sino dos más que han cesado ya de abonarse a 
partir de la intervención del Tribunal de Cuentas y que, 
como digo, se llevaban bajo el nombre de remuneracio- 
nes de personal eventual. 

El juicio crítico, sin embargo, la posible censura de efi- 
cacia, es favorable a esta entidad -se destaca en el infor- 
me- en cuanto que ha dado un gran volumen de transac- 
ciones y ha acusado beneficios importantes. No obstante, 
en el informe se ha propuesto recabar del Ministerio de 
Agricultura un ajuste de tarifas, ya que las que se vienen 
aplicando parece que no coinciden exactamente con las 
autorizadas. 
Y, por último, también se ha emitido un juicio respec- 

to de que se consideran excesivas las retribuciones que en 
estos años -años 1982 y 1983- han percibido los altos 
cargos de esta sociedad: gerente, diez millones y el jefe co- 
mercial nueve millones. Se dice en el informe que dado 
que se trata de una empresa de mercado en origen, que 
basa sy actuación y funcionamiento en criterios del me- 
jor servicio público y que utiliza capital que directa o in- 
directamente pertenece al sector público, al Estado, pa- 
rece ser que estas retribuciones son un poco despropor- 

cionadas, más teniendo en cuenta que Mercoalmería, 
como todos los «Mercas», forman parte de una organiza- 
ción y ya hay en Mercosa unos cargos adecuadamente re- 
tribuidos, habida cuenta, además, que los distintos «Mer- 
c o ~ »  son como filiales o sucursales de Mercosa. 

Esto es lo que yo puedo decir como síntesis y si el se- 
ñor Consejero presente, con permiso del Presidente, quio- 
re añadir algo, aclarar o, incluso, me puede rectificar si 
he tenido algún error al hacer la síntesis. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): En principio, no. 

El señor PRESIDENTE: Solicitud de intervenciones. 

El señor Molina, del Grupo Popular tiene la palabra. 
(Pausa .) 

El señor MOLINA FERNANDEZ-MIRANDA: Gracias, 
señor Presidente. Quisiera que me aclararan tres pregun- 
tas en concreto. 

En la página 14 del informe se afirma que por la com- 
probación efectuada en la cuenta financiera se ha podido 
verificar la existencia de una libreta de ahorro abierta en 
una entidad bancaria que no aparece contabilizada y cuyo 
saldo, a 31 de diciembre de 1983, ascendía a seis millo- 
nes de pesetas, reiterándose en la página 24 que estima 
necesario que los administradores de Mercoalmería adop- 
ten las medidas de control necesarias para que no pue- 
dan abrirse cuentas en entidades bancarias sin su autori- 
cación. Quisiera que aclarasen quién procedió a la aper- 
:ura de la citada cuenta de ahorro sin autorización de los 
idministradores de la entidad y, asimismo, si la citada li- 
>reta figuraba a nombre de Mercoalmería o de alguno de 
ius directivos. 

En segundo lugar, en la página 14 del informe se decla- 
.a que se ha verificado la existencia de intereses deven- 
:ados no contabilizados por importe de tres millones de 
lesetas. Quisiera saber quién era el destinatario de tales 
ntereses si los mismos no figuraban contabilizados, 

Finalmente, en la página 24 se afirma que la sociedad 
fiercoalmería deduce de los ingresos obtenidos un por- 
:entaje fijo del dos por ciento del importe de las trans- 
;acciones en las que ha intermediado. Esta tasa no apa- 
'ece contemplada en la tarifa de obligado cumplimiento, 
,egún señala el artículo 8: de la Orden de 20 de marzo 
le 1972, sobre ordenación de mercados de productos 
igrarios en origen, artículo que establece que en ningún 
:aso podrán exigirse a los usuarios cantidades adiciona- 
es a las tarifas y tasas autorizadas. Quisiera saber -si se 
ia exigido algún tipo de responsabilidad a las personas 
lue establecieron la citada tasa y que obligaron a los 
isuarios de Mercoalmería al paso de cantidades indebi- 
las'al no estar autorizada dicha tasa. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: ¿Prefiere el señor Consejero 
lue se formulen una tras qtra todas las intervenciones de 
os parlamentarios o prefiere ir contestando una a una? 
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El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS ' 
(Suárez Suárez): Prefiero contesfarlas una a una. 

El señor PRESIDENTE: Muy bien, tiene la palabra el 
'señor Consejero. , 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Con respecto a las preguntas que se me 
hacen y por el orden en que han sido formuladas he de 
decir que la libreta de ahorro no contabilizada está abier- 
ta a nombre de Mercoalmería, que es el «Merco» objeto 
de fiscalización. Los transportistas que trabajaban para 
esta entidad, para esta empresa pública, abonaban unas 
comisiones, por así decirlo, de forma irregular que eran 
ingresadas en una cuenta, en una libreta de ahorro y, por 
supuesto, el poder de disposición sobre esta cuenta de 
ahorro era de los directivos. La libreta de ahorro estaba 
a nombre de Mercoalmería y no estaba contabilizada, no 
lucía en los libros de contabilidad. Una vez que se ha en- 
viado para alegaciones a la entidad el informe provisio- 
nal del Tribunal del Cuentas, los directivos de Mercoal- 
mería han contestado que en el año 1984 ésta situación 
se ha regularizado y luce en cuentas. 

Lo mismo ocurre, aunque por razones distintas, en los 
intereses devengados. Sin duda alguna los intereses de- 
vengados es una partida a favor de Mercoalmería por un 
importe de tres millones que no se había recogido en con- 
tabilidad, como ocurre con otras muchas partidas en las 
intituciones que son objeto de auditoría, sin embargo, es 
un origen dfstinto y son razones distintas, obviamente. En 
definitiva, la libreta de ahorro era, por así decirlo, un di- 
nero de Mercorsa. Parecía -y el Tribunal de Cuentas lo 
denuncia- que los propios transportistas de Mercoalme- 
ría, filial de Mercorsa, aparte de cobrar de Mercoalmería 
abonaban una comisión después y esa comisión se reci- 
bía en una libreta de ahorro que no se hacía lucir en con- 
tabilidad. Claro está, el destino final presumible de esos 
fondos, de no haber intervenido el Tribunal de Cuentas, 
ya queda en la imaginación de cada uno. Afortunadamen- 
te en las alegaciones se nos ha dicho que esa situación fue 
regularizada y tanto la libreta de ahorro como otras par- 
tidas que no lucían en cuentas, lucen. 

Esto es lo que puedo decir respecto a la libreta de 
ahorro y el devengo de los tres millones de intereses no 
registrados en contabilidad. 

Es quizá cualitativamente muy importante el tema del 
porcentaje del dos por ciento que S. S .  ha visto y ha de- 
tectado. Ciertamente, de acuerdo con el Decreto de 12 de 
septiembre de 1970, por el que se regulan los mercados 
en origen de productos agrarios, los uMercos., y la Orden 
que desarrolla este Decreto, del 20 de marzo de 1972, los 
uMerc0.s. de la red Mercorsa en cuanto que atienden un 
servicio público muy importante, que es el que señalan 
sus Estatutos (de promoción y desarrollo de la actividad 
comercial y canalización de los productos agrícolas situa- 
dos en origen para que puedan llegar en las mejores con- 
diciones posibles a los centros de consumo) y ese servicio 
que tienen de canalización, de promoción, de envasado, 
etcétera, que le señalan sus Estatufos, obviamente le au- 

torizan a cobrar unas tarifas, unas tasas por los servicios 
prestados, que tienen que ser autorizadas por el Consejo 
de Administración primero y, luego, por el Ministerio de 
Agricultura. Por tanto, esas tasas, en contraprestación del 
servicio público que presta Mercoalmería, no pueden ser 
cobradas si no son autorizadas debidamente a propuesta, 
por supuesto, de la entidad. . 

Ocurre, y se denuncia en el informé, que por encima de 
las tasas autorizadas, Mercoalmería deducía un dos por 
ciento de esos ingresos y lo ingresaba en una cuenta de 
provisión para quebrandos que alcanza, como se dice en 
el informe, la sustanciosa cifra de 51 millones de pesetas. 
En el informe se denuncian la forma de dotar esa menta 
sin que pase poi; la cuenta de gastos y, en definitiva, sin 
que pase por la cuenta de pérdidas y ganancias. Una vez 
deducido el coste de la mano de obra y el coste de los cn- 
vases y los impuestos, de ese remanente, de ese ingreso 
neto, se deduce el.dos por ciento y se pasa directamente 
a la cuenta de provisión para quebrantos. 

El Tribunal de Cuentas dice, en primer lugar, que no 
está autorizado Mercoalmería para deducir ese dos por 
ciento adicional de los ingresos netos, y, en segundo lu- 
gar, que esa cuenta de provisión para quebrantos no es 
correcta y está dotada de forma irregular por dos razo- 
nes. Primero, porque no hay unos riesgos que justifiquen 
la creación de esa comisión y, segundo, que aunque esos 
riesgos hubieran existido tampoco es correcta la dotación 
porque el Plan General de Contabilidad, de obligado cum- 
plimiento para las sociedades estatales, como señala el ar- 
tículo 127 de la ley General Presupuestaria, exige que to- 
das las provisiones tengan que pasar por la cuenta de pér- 
didas y ganancias. 

Naturalmente el Tribunal de Cuentas señala, denuncia 
estas irregularidades y dice la forma de corregirlas. Dice 
que Mercoalmería no pucde cobrar esta sobretasa si no 
cuenta con la autorización del Ministerio de Agricultura, 
y señala también la forma de dotarla contablemente. Tan- 
to en este caso como en los anteriores todo esto se ha pues- 
to en conocimiento del Ministerio fiscal y, como se dice 
en el informe, sin duda alguna estos aspectos cualitativa- 
mente han sido considerados quizás a juicio del Tribunal 
menos importantes que otros, porque en una de las con- 
clusiones finales de este informe se señala que ciertos as- 
pectos relacionados con la operación Baseprint, y con las 
subvenciones, que son operaciones de cuantías importan- 
tes, han sido puestos en conocimiento del Ministerio fis- 
cal. Pero también se dice en esta conclusión: sin perjuicio 
de las acciones que con respecto a estos aspectos y a cua- 
lesquiera otros pueda ejercer el Ministerio fiscal y el Le- 
trado del Estado, en nombre del interés público y defen- 
diendo los intereses del Estado, respectivamente. 

Por tanto, en prirhpio el Ministerio fiscal y el Letrado 
del Estado tiene un plazo para ejecutar las acciones, si 
ellos aprecian que existen presunciones de responsa- 
bilidad. 

Esto es todo lo que puedo decirle a S. S. en este 
momento. 

El señor PRESIDENTE: Señor Molina, jalguna aclara- 
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ción? (Denegaciones.) Tiene la palabra el señor Pozueta 
Maté en representación del Grupo Nacionalista Vasco. 

El señor POZUETA MATE: En primer lugar, nuestro- 
Grupo se suma también a las expresiones de bienvenida 
que otros Grupos han manifestado aquí con motivo.de1 co- 
mienzo de esta legislatura. 

Deseamos hacer un planteamiento muy puntual, y es el 
referido a las retribuciones que obtienen los cargos direc- 
tivos de Mercoalmería y que se citan en el informe del Tri- 
bunal de Cuentas. Se dice que lo mismo el Gerente que 
el jefe de comercial alcanzan retribuciones superiores a 
los diez y nueve millones de pesetas;concretamente en el 
ejercicio 1983. Igualmente se apunta en dicho informe que 
esta remuneación se percibe en función de los resultados 
obtenidos, pero no parece aventurado afirmar, a la vista 
de los resultados de los ejercicios de 1981, 1982 y 1983 de 
esta entidad, que este imcremento o esta piima por ges- 
tión que reciben los altos cargos alcanza cotas del 35 ó 40 
por ciento respecto a los beneficios de la empresa, desea- 
mos saber puntualmente si en efecto estas retribuciones 
son en criterio de resultados obtenidos o, por el contra- 
rio, en función de criterios de facturación, de movimien- 
to de mercaderías, etcétera, y si el Tribunal de Cuentas co- 
noce exactamente el dato de cuál es el porcentaje que se 
aplica en función de los resultados obtenidos, en función 
de los beneficios. Si así fuera, jcómo se aplica? 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Suárez. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): En efecto, nosotros ponemos de mani- 
fiesto en el informe las retribuciones excesivas de ciertos 
cargos directivos, concretamente del Presidente y del Di- 
rector Comercial, cuyas retribuciones son las señaladas 
en el informe. 

Una gran parte de éstas son retribuciones fijas. A su vez 
hay unos incentivos que también se recogen en el infor- 
me y que fueron incentivos para todo el personal, pero no 
cabe duda que el personal directivo o el personal de ma- 
yor cualificación es el que participa en mayor porcentaje 
en estos incentivos. 

Concretamente en el año -1981, los incentivos fueron de 
10 millones y los beneficios fueron de 10 millones. En 
1982, los incentivos fueron de 20 millones y los beneficios 
netos, ya deducidos los incentivos por supuesto, fueron 17 
millones. En el año 1983 los incentivos en Mercoalmería, 
con respecto a su personal, fueron de 32 millones y los be- 
neficios netos fueron de 3 1. Por tanto, es una evolución pa- 
reja de los incentivos y de los beneficios. 

Naturalmente, estos incentivos son repartidos entre el 
personal, pero en mayor proporción a los cargos de ma- 
yor cualificación. Por supuesto, también afectan al perso- 
nal, a los cargos directivos, al Gerente y al Presidente. Sin 
duda alguna, una parte importante son retribuciones fi- 
jas, otra parte es por el sistema de incentivos. 

Esto es lo que puedo decir en este momento. No obs- 
tante, si mi respuesta no es suficiente, con mucho gusto, 

si la Comisión lo estima pertinente en la forma reglamen- 
taria que proceda, nosotros podremos contestar con ma- 
yor precisión. En el Tribunal de Cuentas tenemos todos 
lds antecedentes y sabemos todos los detalles al respecto. 

Insisto, resumiendo, ciertamente son retribucipnes muy 
altas, una parte importante es fija y otra parte es la 
correspondiente a los incentivos, sobre todo el Presidente 
y el Jefe de comercial. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Pozueta. 

El s e b r  POZUETA MATE: De todo lo que ha expresa- 
do el señor Consejero, parece deducirse a vuelapluma que 
el 50 por ciento de los beneficios obtenidos se aplica a pri- 
mar la gestión, no ya solamente de los altos cargos, sino 
de todo el personal. 

Nuestro Grupo desearía que en una comunicación pos- 
terior por escrito, como ha sido habitual en esta Comi- 
sión, se nos puntualizara este tema, y se entrara un poco 
más en profundidad. 

El señor PRESIDENTE: Rogamos al señor Presidente 
del Tribunal que nos remita esta información poste- 
riormente. 

Tiene la palabra don Julián de Santiago. 

El señor DE SANTIAGO BUJALANCE: En primer lu- 
gar, quiero felicitar al Tribunal de Cuentas por el minu- 
cioso estudio realizado en la empresa de Mércoalmería, 
empresa que he tenido el gusto de visitar años atrás por 
mi condición de agrónomo y por mi condición de andaluz. 

He realizado el análisis de rentabilidad de la empresa 
a través de los datos más significativos, y vemos que en 
general la rentabilidad del inmovilizado, del activo, o del 
propio, inclusive de las rentas, a excepción de una peque- 
ña inflexión que hay en el año 1982 en el ratio beneficio- 
venta, no está dentro de los cánones para una empresa de 
servicios de esta índole. 

En el análisis de cifras de ingresos los ratios venta so- 
bre activos propios o inmovilizado, también nos muestra 
que la estructura de la empresa está dentro de las carac- 
teísticas generales de las mismas. 

Igual podemos decir dcl análisis de inmovilizado, del 
análisis de tesorería y liquidez o del análisis de solven- 
cia, donde los ratios de activos sobre exigible total o pro- 
pios sobre exigible total y propios sobre activos, también 
está dentro de los cánones determinados. 

Se observa también que la buena estructura de la em- 
presa, y la buena marcha de la misma, a pesar de la irre- 
gular contabilidad que se lleva a cabo, sigue dos o tres 
puntos, y por no insistir ya en lo expuesto anteriormente 
por otras señorías aquí presentes, sólo pediré una aclara- 
ción de los mismos. 

Me refiero, en primer lugar, al relacionado con el in- 
ventario de inmovilizado de la empresa Mercoalmería, y 
también sobre cómo se valoran los bienes físicos de la 
misma porque inclusive se habla en el informe de algu- 
nas carretillas mecánicas que había de más con relaciór? 
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al inventario que figuraba en la empresa. También 
querría una aclaración ya que no hace distinción en la 
contabilidad de las existencias recibidas en depósito de 
aquéllas que son propiedad de la empresa como tal. 

Finalmente, quería preguntar si se han subsanado es- 
tos inconvenientes importantes, estas irregularidades 
contables, y si todo lo relacioñado con los gastos de per- 
sonal y el conocimiento del mismo por parte de los Mi- 
nisterios de Hacienda y Trabajo, ha hecho que se subsa- 
nen en la empresa estas irregularidades e inconvenientes, 
anteriormente expuestos por otras señorías, referentes a 
los gastos de personal fijo y de personal eventual. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Suárez. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez. Suárez): En efecto, en Mercoalmería se señalan 
defectos en la confección del inventario, como S. S. ha se- 
ñalado y como antes ha puesto de manifiesto el señor Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas, haciéndose eco de las 
conclusiones que se recogen en el informe. 

El Código de Comercio, concretamente en su artícu- 
lo 37, al igual que la Ley de Sociedades Anónimas y de- 
más disposiciones relacionadas con la normativa conta- 
ble, señalan que cada año ha de transcribirse en el libro 
de inventarios y balances el inventario anual, el balance 
de situación y la cuenta de resultados, así como los ba- 
lances de comprobación trimestrales. 

Ocurre que en esta entidad pública, igual que en otras 
muchas, no se tiene puesto al día el libro de inventarios 
y balances, pasan varios años y no se transcribe el libro 
inventario e incluso pueden pasar algunos años sin que 
se haya transcrito a ese libro oficial, que taxativamente 
hay que llevar en virtud de lo establecido en la legisla- 
ción mercantil y, en particular, en el Código de Comercio. 

Estos defectos se señalan en el informe e incluso se po- 
nen aspectos puntuales, como s. s. ha advertido. Concre- 
tamente, la falta de una carretilla elevadora, que lucía en 
contabilidad y que, sin embargo, no existía porque había 
sido vendida y estaban los justificantes; por ejemplo, de 
18 calculadoras, cuatro habían sido vendidas y otras se 
hallaban inservibles. Todo ello son, en definitiva, indica- 
dores de que la contabilidad no estaba puesta al día, y la 
llamada que hace el Tribunal de Cuentas, es que la con- 
tabilidad hay que llevarla debidamente puesta al día y en 
el libro de inventarios y balances tienen que lucir todos 
los bienes. 

Otro aspecto que S. S. ha señalado y que nosqtros po- 
nemos de manifiesto en el informe es algo que viene ha- 
ciendo MERCOALMERIA, y es que realiza operaciones 
por cuenta propia cuando, según sus Estatutos, el Decre- 
to de 12 de septiembre de 1970 y la Orden ministerial de 
20 de marzo de 1972, que lo desarrolló, normas legales a 
las que antes hicimos referencia, está prohibido a los mer- 
cados en origen dependientes de la red Mercorsa hacer 
operaciones por cuenta propia. Tienen que hacer opera- 
ciones por cuenta ajena, trabajar a comisión. Precisamen- 
te nosotros lo denunciamos en el informe y decimos que 

Estas operaciones por cuenta propia no las puede realizar 
MERCOALMERIA, a no ser que cambie sus Estatutos, que 
pida autorización, que cambie su reglamento de funcio- 
namiento, que cambie la normativa en vigor. Nuestra 
~bligación, como Tribunal de Cuentas es denunciar las 
irregularidades de tipo legal de toda clase que se cometan. 

Lógicamente, en todo caso, mientras hay operaciones 
por cuenta propia (que la propia institución señaló su vo- 
luntad de reducirlas gradualmente, para limitarlas a un 
10 por ciento en el año 1986, según se dice en el propio 
informe), lo que dice el Tribunal de Cuentas es que las 
cuentas a utilizar para las operaciones por cuenta propia 
tienen que ser diferentes délas cuentas a utilizar para las 
Dperaciones por cuenta ajena. Concretamente, las opera- 
ciones por cuenta propia, compra y venta de productos, 
hay que llevarlas en las cuentas previstas en el Plan Ge- 
neral de Contabilidad, en el grupo correspondiente a exis- 
tencias, compras, ventas, acreedores y deudores por ope- 
raciones de tráfico: mientras que las operaciones por 
:uenta ajena hay que llevarlas en cuenta de orden. 

Nosotros decimos que no se deben hacer operaciones 
3or cuenta ajena porque están prohibidas estatutaria- 
mente; no obstante, mientras éstas se realicen, hay que di- 
Yerenciarlas claramente de las operaciones por cuenta aje- 
la, llevando éstas en cuentas de orden y las operaciones 
por cuenta propia en las cuentas habilitadas o estableci- 
das al efecto en el Plan General de Contabilidad. 

Por último, en cuanto a que nosotros señalamos en el 
informe en que se dé cuenta a los Ministerios de Hacien- 
da y Trabajo de las irregulai-idades observadas en las re- 
tenciones a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Per- 
sonas Físicas, y las deducciones por las cotizaciones a la 
Seguridad Social, dado que se han detectado bastantes 
irregularidades que se señalan en el informe, hasta ahora 
no sabemos el efecto que ha surtido, porque este informe 
fue enviado al Parlamento allá por el mes de marzo, po- 
cos meses antes de disolverse la anterior legislatura. No- 
sotros, simplemente, en las conclusiones señalamos que 
esto se ponga en conocimiento para que las inspecciones 
de Hacienda y Trabajo tomen medidas al efecto. 

Esto es todo lo que yo puedo decir en este momento. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna solicitud de aclara- 
ción complementaria, señor Santiago? (Denegaciones.) 

- SOCIEDAD ESTATAL DE MERCADOS DE ORIGEN 
DE PRODUCTOS AGRARIOS (MERCORSA) 

El señor PRESIDENTE: Pasemos al tercer punto del or- 
den del día. 

Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas, para hablarnos del informe sobre la Sociedad 
Estatal Mercados de Origen de Productos Agrarios (Mer- 
corsa). 

El seiior PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Muchas gracias, seííor Presidente. 



- 

COMISIONES 
1272 - 

4 DE NOVIEM.BRE DE 1986.-NÚM. 29 

Mercorsa es una Sociedad Estatal de las incluidas en el 
artícul9 6:, 1, a), de la Ley General Presupuestaria. Esta 
es la sociedad matriz, la sociedad madre, la sociedad (( hol- 
ding» de todos los distintos «Met-cos.. De su capital, el 51 
por ciento es del Estado español, a través del Ministerio 
de Agricultura, y el 49 por ciento pertenece a Mercasa, 
Mercado Central de Abastecimiento. 

En relación con el informe presentado, voy a destacar 
cuatro cuestiones fundamentales, nada más. La primera 
es que se han observado grandes y graves defectos de con- 
tratación entre esta sociedad estatal y Baseprint, S. A., 
para establecer el sistema de información; no se han he- 
cho estudios, no se ha promovido la concurrencia, se ha 
incurrido en defectos graves que han determinado que el 
nuevo equipo directivo, en el año 1983, denunciara el 
contrato. 

Entre otras cuestiones, destacamos en el informe que 
la otra parte contratante, Baseprint, S .  A, ,  aborda un con- 
trato que podía dar lugar al pago de más de 300 millones 
de pesetas con un capital sólo de 750.000 pesetas, y sin ga- 
rantías complementarias de terceros. Por consiguiente, se 
ha denunciado este contrato y el resultado es que en este 
momento hay una demanda judicial, precisamente por la 
denuncia de este contrato por Mercorsa. 

Se ha comprobado que tampoco se cumplen, con el ri- 
gor que sería de desear, los preceptos del Código de Co- 
mercio que regulan la contabilidad y la formación de in- 
ventarios. También hemos destacado en el informe que 
tratándose, como se trata, de una sociedad de cartera, una 
sociedad matriz, habría de disponer de un control más efi- 
caz de sus filiales, que evidentemente no existe, ni tam- 
poco existe una vigilancia del cumplimiento, por sus fi- 
liales, de las instrucciones emanadas de esta sociedad, las 
que, en algunos casos, dan lugar a interpretaciones dis- 
tintas en cada filial. 

Por último, hemos destacado también, entre otras cues- 
tiones, que se ha desvirtuado la finalidad de las subven- 
ciones en capital, acordada por el Consejo de Ministros el 
16 de junio de 1977, ya que las mismas se están aplican- 
do a gastos corrientes. 

Por mi parte, no tengo más que decir. 
Señor Consejero, ¿tiene que añadir alguna cuestión o 

espera a que se suscite? (Pausa.) 

El señor PRESIDENTE: ¿Quiénes piden la palabra 

Tiene la palabra el señor Molina. 
para intervenir sobre este tema? (Pausa.) 

El señor MOLINA FERNANDEZ-MIRANDA: En las 
páginas 13 y 14 del informe se afirma que ha podido com- 
probarse que Mercorsa no realiza inventarios físicos 
periódicos de sus bienes inmovilizados, que permitan 
efectuar su contraste con los datos obrantes en la conta- 
bilidad; que no existen documentos soportes que justifi- 
quen adecuadamente la propiedad de los inmovilizados 
financieros; que no mantiene un sistema de-información 
eficiente que permita el adecuado control del cumpli- 
miento de las directrices contables, v finalmente se decla- 
ra que en el curso de la fiscalizacibn el Tribunal de Cuen- 

tas ha tenido grandes dificultades para la obtención de in- 
formación referente a hechos contables de los «Mercas» 
que ha sido entregada con importantes demoras. 

Ante tales antecedentes, ¿se estima por el Tribunal de 
Cuentas que la documentación facilitada por Mercorsa ha 
sido suficiente, o bien ha podido omitirse información y 
datos contables importantes que impidan conocer la si- 
tuación real de Mercorsa? 

En segundo lugar, en la página 18 del informe se decla- 
ra que los préstamos a empresas del Grupo se han venido 
documentando mediante contratos privados, y que en la 
financiación « in  situ» se ha podido comprobar que algu- 
nos de estos documentos se encontraban sin firmar por el 
responsable del «Merco» receptor. Ante tan grave irregu- 
laridad, cual es el otorgamiento de préstamos sin la fir- 
ma del perceptor, ¿se han exigido responsabilidades a la 
persona causante de ello? 

Asimismo, en la página 23 del informe se afirma que la 
concesión y aplicación de las subvenciones percibidas al 
amparo del acuerdo del Consejo de Ministros de 17 de ju- 
nio de 1977, por importe de 168 millones de pesetas, a 
usos distintos a los previstos en tal acuerdo podría consi- 
derarse una desviación de la finalidad de la subvención. 
¿Se puede deducir que el cambio de destino en la aplica- 
ción de las subvenciones a un fin distinto del previsto en 
el citado acuerdo podría considerarse como una presunta 
malversación de fondos? 

Finalmente, en la página 24 del informe se declara que 
en la contratación del sistema de información agraria por 
Mercorsa no se han cumplido, entre otros, los principios 
de publicidad y concurrencia. 

En la página 11 se afirma que la empresa Baseprint no 
poseía en el momento de la contratación la solvencia fi- 
nancien requerida para la importancia del contrato, 
aproximadamente 523 millones de pesetas, ya que su ca- 
pital social desembolsado era de 750.000 pesetas y su 
constitución reciente. Mi pregunta es la siguiente: ¿Se ha 
verificado por el Tribunal de Cuentas durante la investi- 
gación si existía alguna posible relación o vinculación en- 
tre los responsables de Mercorsa que suscribieron el con- 
trato y los socios de la entidad Baseprint, S .  A.? 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Consejero. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Voy a contestar, obviamente, de forma 
sintética, porque me ha sido muy difícil poder tomar las 
preguntas, pero, no obstante, quedo a disposición, por su- 
puesto, para cualquier aclaración complementaria en lo 
que yo pueda, con la información que aquí tengo. 

Con respecto a la primera pregunta, se han señalado los 
defectos que se ponen de manifiesto en el informe, falta 
de inventarios, falta de documentos soporte en debidas 
condiciones con respecto a determinados activos financie- 
ros, y la pregunta que se me formula es si se estima que 
ha sido suficiente la documentación facilitada por Mer- 
corsa al Tribunal de Cuentas. Sin duda alguna. La Direc- 
ción de Mercorsa, en el momento de realizar la fiscaliza- 



- 
COMISIONES 

1273 -- 
4 DE NOVIEMBRE DE 1986.-NúM. 29 

ción a lo largo del aiío 1985, ha puesto a disposición del 
Tribunal de Cuentas, como es lógico y habitual por parte 
de las instituciones públicas, toda la documentación que 
se le ha pedido, y el Tribunal de Cuentas se manifiesta en 
algunos casos con las reservas que se señalan en el infor- 
me, pero hemos de decir que ha habido una colaboración 
espléndida y que se ha puesto a disposición del Tribunal 
toda la información que éste ha pedido. El Tribunal de ,  
Cuentas examinó esa información y ha emitido los juicios 
y las reservas que a su vez se señalan en el informe. 

Hemos de decir también que la auditoría interna de 
MERCORSA ha funcionado con bastante eficacia y, de he- 
cho, ha descubierto algunas irregularidades que el Tribu- 
nal de Cuentas ha hecho suyas y que se señalan en el pro- 
pio informe también. 

Con relación a la segunda pregunta, contratos de prés- 
tamos a empresas del grupo que no están en debidas con- 
diciones, algunos simples recibos que ni siquiera están fir- 
mados, se me pregunta si se han exigido responsabilida- 
des a las personas responsables de esta situaci6n. Sin 
duda alguna, todos estos hechos se han puesto en conoci- 
miento del Ministerio fiscal y, por supuesto, los conoce 
también el Letrado del Estado que opera en el Tribunal 
de Cuentas. En definitiva, los Consejeros del Tribunal de 
Cuentas actuamos en función de demandas que se nos pre- 
sentan, en función de presunción de responsabilidad con- 
table, no actuamos de oficio, en fiscalización; tiene que 
haber una demanda por medio. 

En todo caso, lo que sí quiero señalar, desde el momen- 
to en que en estos hechos no se dice que se deduzcan los 
particulares y se haga pieza separada, como se dice en 
este informe concreto del proyecto Baseprint y de las sub- 
venciones, es que, a juicio del Tribunal, ha tenido menor 
importancia, porque, sin duda alguna, estos hechos están 
recogidos en el apartado del informe que hace referencia 
a los defectos y fallos del control interno. El control in- 
terno es muy importante en cualquier institución, mucho 
más en una institución pública y, sin duda alguna, estos 
hechos evidencian que el control externo no funciona con 
la debida eficacia, con el debido celo, y es lo que denun- 
cia el Tribunal de Cuentas. No falta dinero, porque se hu- 
biera puesto de manifiesto. Los recibos a veces son meros 
recibos, no intervenidos por Agente de Cambio y Bolsa, 
en contratos de cierta cuantfa, algunos incluso sin las fir- 
mas requeridas, pero obviamente, con fuerza suficiente 
para, en su caso, exigir el dinero correspondiente, porque, 
en definitiva, hay los cheques en los cualesse abonó a los 
uMercosn receptores y hay ciertos documentos. Lo que se 
ha querido decir en el informe y se dice es que el control 
interno funciona con poca eficacia y que, en lo sucesivo, 
esta institución pública, al igual que otras muchas, tiene 
que extremar el cuidado con estos aspectos, porque, aun- 
que sean filiales, en las que Mercorsa tiene la mayoria del 
capital social, en definitiva, son entidades jurídicas inde- 
pendientes y, por tanto, en los préstamos concedidos, pue- 
den plantearse en lo sucesivo controversias por falta de 
justificación suficiente presumiblemente, y hay que evi- 
tarlas en la medida de lo posible; pero, en todo caso, in- 
sisto en lo dicho antes; no fueron temas, por así decirlo, 

especialmente relevantes; son fallos importantes, por eso 
se destacan, pero, en principio, no presunciones de res- 
ponsabilidad contable. 

Con respecto a los 168 millones de subvenciones que no 
se aplicaron a su finalidad, creo recordar, porque es difí- 
cil recordarlo todo, que se trata del acuerdo del Consejo 
de Ministros de 17 de junio de 1975, que determinó con- 
ceder subvenciones a entidades gestoras de mercados en 
origen dependientes de la red Mercorsa para gastos de 
constitución, primer establecimiento y puesta en marcha, 
y se decía en dicho'acuerdo: siempre que estos uMercosn 
figuren inscritos en la sección 1: del registro especial 
creado en el Ministerio de Agricultura para estas entida- 
des, en desarrollo del artículo 9: del Decreto de 12 de sep- 
tiembre de 1970, por el cual se regulan en España los mer- 
cados en origen, y al amparo de dicho Decreto se conce- 
dieron 444 millones, hasta el año 1983, de los cuales 276 
han ido a parar a los «Mercas» que sí estaban registrados 
en ese registro especial, y 168 han ido a parar a Mercor- 
sa, que no estaba inscrita en ese registro especial. La pre- 
gunta que se me hace es ésta: ipuede considerarse como 
malversación la no aplicación de una subvención a su 
finalidad? 

En el Tribunal de Cuentas nos hemos enfrentado con- 
tinuamente con problemas de este tipo. En un principio, 
qué duda cabe, el criterio del Tribunal de Cuentas es que 
las subvenciones tienen que aplicarse a la finalidad para 
la que son concedidas, por muchas razones; fundamen- 
talmente por razones legales. Porque las leyes, en un Es- 
tado de Derecho, se hacen para que se cumplan. Lo que 
ocurre es que nosotros, cuando nos encontramos con des- 
viaciones o con falta de requisitos -porque aquí, en rea- 
lidad, lo que hubo fue falta de requisito en cuanto que 
Mercorsa, beneficiaria de estas subvenciones, no estaba 
inscrita en este registr-, denunciamos esta irregulari- 
dad. No es, pues, que las subvenciones no se hayan apli- 
cado a su finalidad, Sin duda, el no aplicar una subven- 
ción a su finalidad es una irregularidad importante, que 
el Tribunal de Cuentas viene denunciando en sus infor- 
mes. Ahora bien, cuando hay una desviación, el Tribunal 
de Cuentas suele analizar la naturaleza y el por qué de la 
misma. Y nunca el Tribunal de Cuentas da por buena una 
desviación. Pero una irregularidad suele ser graduada por 
el Tribunal de Cuentas. Y aquí, sin duda, hubo una irre- 
gularidad que se puso de manifiesto por no haber cum- 
plidd un requisito legal: la previa inscripción de Mercor- 
sa en ese registro especial, o bien la no percepción de esas 
subvenciones, en su caso. De todas formas, los anteceden- 
tes de esta y de otras operaciones se han puesto, como se 
dice en una de las conclusiones finales - e n  la penúltima, 
concretamente-, en conocimiento del Ministerio fiscal y 
también del letrado del Estado para que, en su caso, pre- 
senten la consiguiente demanda para depurar. 

En consecuencia, si es malve&ación o no sería, en todo 
caso, el resultado de un juicio de responsabilidad conta- 
ble, que -por elemental discreción del Consejero que les 
habla, que tendría que actuar, probablemente, como juez 
en primera instancia- no podríamos decir hasta que el 
oportuno proceso fuera instruido y fallado, en el caso de 
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que lo hubiera, porque hubiera demanda y esa demanda 
fuera aceptada por el Consejero que deba hacerlo. 

Por último, un apartado muy importante es el cuarto: 
falta de publicidad y concurrencia, con respecto al pro- 
yecto Baseprint. Esta es una operación muy importante 
por su cuantía y por las irregularidades y deficiencias que 
han concurrido en este proceso de inversión, que nosotros 
señalamos en el informe, que se ha hecho pieza separada 
y se ha enviado al Ministerio fiscal. 

La disposición transitoria segunda del Reglamento ge- 
neral de Contratación del Estado español, de 25 de no- 
viembre de 1975, dice que las entidades públicas, sin per- 
juicio de que se sometan a la legislación que les es apli- 
cable en sus relaciones con terceros, deben utilizar unos 
determinados principios, que se señalan en dicho Regla- 
mento General de Contratación, que son un estudio rigu- 
roso de los proyectos; una preparación rigurosa; publici- 
dad y concurrencia, cuando hay un contrato importante. 
Aunque las empresas públicas estén sometidas al Dere- 
cho privado y no tengan que seguir dicho Reglamento, sin 
embargo, deben respetar los principios que se señalan en 
el mismo, que son publicidad, libre concurrencia, es de- 
cir, ofertar la obra para que puedan concurrir las empre- 
sas que estén interesadas en ello y,  después, la empresa 
pública o la empresa nacional pueda seleccionar la me- 
jor. Se dice también en la disposición transitoria segun- 
da del Reglamento General de Contratación que los pro- 
yectos tienen que estudiarse muy cuidadosamente; que, 
además, hay que establecer en los contratos cláusulas que 
salvaguarden los intereses de la empresa nacional, en caso 
de incumplimiento por parte de la otra empresa, de la em- 
presa tercera. Todos estos requisitos son los que el Tribu- 
nal de Cuentas dice que no se han cumplido en la opera- 
ción Baseprint. 

Desde luego, para un contrato que supone una respon- 
sabilidad directa para Mercorsa de 29 millones, pero, por 
las circunstancias que concurren en el caso, ese contrato 
compromete a Mercorsa hasta 523 millones de pesetas, y 
al 31 de diciembre de 1983 Mercorsa ya había desembol- 
sado 228 millones de pesetas, qué duda cabe que estos 
principios generales -que para las empresas públicas en 
sus contratos deben respetarse, según señala el Reglamen- 
to General de Contratación tantas veces aludid-, que no 
han sido atendidos en la forma debida, hay que cuidarlos 
de un modo especial. 

Decimos tambiéh en el informe que la empresa tenía 
poca solvencia, para una operación de este tipo. Era un 
capital de 750.000 pesetas, capital muy pequeño, y así se 
señala en el informe. Nos parecía que había, pues, una se- 
rie de defectos de partida importantes. 

Se me ha hecho la pregunta de si se ha verificado la re- 
lación. Nosotros tratamos de presentar los resultados de 
la fiscalización al Parlamento, de acuerdo con nuestro ar- 
tículo 12, pero toda auditoría implica un trabajo de mu- 
chísimos papeles, cientos y a veces miles. Y verificamos 
lo más que podemos, pero es imposible verificarlo todo 
en trabajos de esta naturaleza. Los profesionales de la au- 
ditoría saben muy bien que es imposible verlo todo. Por 
eso, nosotros señalamos siempre aauditoría selectiva)). 

Hay ciertas cosas en las que nos pronunciamos, pero no 
con toda exhaustividad porque no es. posible. Sin embar- 
go, sí hemos verificado ese extremo y, en efecto, había pa- 
rentesco entre alguno de los empleados de la empresa Ba- 
seprint y un alto directivo de la empresa Mercorsa. Un 
hijo de un directivo era, precisamente, un técnico de la 
empresa Baseprint . 

Creo haber contestado, señor Presidente, todas las pre- 
gun tas . 

El señor PRESIDENTE: ¿El señor Molina quiere algu- 
na aclaración complementaria? (Pausa.) Muchas gracias. 

Tiene la palabra el señor Pozueta, por Nacionalistas 
Vascos. 

El señor POZUETA MATE: Previamente desearíamos 
hacer una pregunta muy escueta y muy directa a los se- 
ñores Consejeros del Tribunal. Y, en función de la respues- 
ta, afirmativa o negativa, continuaríamos nuestra in- 
tervención. 

La pregunta es la siguiente: si el Tribunal ha realizado 
fiscalización de cada una de las sociedades que compo- 
nen el «holding.. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Suárez. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): El «holding» Mercorsa comprende 16 
«Mercas», dos delegaciones, y,  como se dice en el infor- 
me, al 31 de diciembre de 1983 estaban sin operaciones 
Vélez (Málaga), Alicante y Murcia. Al final de 1984 se 
unieron Castellón y Valencia. Pero, contestando a su pre- 
gunta: son 16 «Mercas», dos delegaciones. Nosotros he- 
mos hecho fiscalización -son sociedades estatales inde- 
pendientes, aunque Mercorsa tenga participación'mayo- 
ritaria en todas ellas- de la matriz, que es una sociedad 
«holding» o de cartera, y por eso hemos dedicado mucha 
atención a los activos financieros. Luego hemos hecho una 
fiscalización de uno de los «Mercosn que mejor funciona, 
que es Mercoalmería. No hemos podido hacerlo -nos hu- 
biera gustado, pero es muy difícil- de todas, porque hu- 
bieran sido entonces dieciséis, más la matriz diecisiete, 
más dos delegaciones diecinueve. 

La contestación es, pues: hemos hecho fiscalización úni- 
camente a Mercorsa. la sociedad de cartera, y a uno de 
los «Mercas» que mejor funcionan, Mercoalmería. 

EL señor PRESIDENTE: Señor Pozueta, (continúa? 

El señor POZUETA MATE: Sí, señor Presidente. 
En función de las irregularidades que se apuntan en el 

propio informe del Tribunal de Cuentas, y a la vista, por 
ejemplo, de un dato muy concreto -como es que, en el 
anexo 1 de este informe, se citan los resultados de Mer- 
coalmería, con un balance positivo de 31 millones de pe- 
setas de beneficio en el año 1983, cuando hemos visto que, 
en la anterior fiscalización, la correspondiente a la sacie- 
dad Mercoalmería, en el propio informe de la Fiscalía dice 
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que, aunque la sociedad ha contabilizado 31 millones de 
pesetas como beneficio en 1983, sin embargo, el beneficio 
definitivo, el bueno después de la fiscalización, se reduce 
a cinco millones-, nuestro Grupo se teme que los resul- 
tados del uholdingw, que aquí están agrupados en el anexo 
1, y en el que figura una explotación negativa de 360 mi- 
llones, se incrementan sustancialmente. 

Habida cuenta que este portavoz tiene serias dudas de 
si es el momento procesal oportuno, no obstante, en con- 
creto la petición de nuestro Grupo es que se dejara en sus- 
penso la tramitación de este expediente y se pidiera al Tri- 
bunal la realización de unas fiscalizaciones totales, de to- 
das y cada una de las sociedades que componen el u hol- 
dingw, y una vez hechas estas auditorías realizara una re- 
copilación y fuera ésta la que, en definitiva, se sometiera 
al debate de la Comisión. Caso de que el momento proce- 
sal o el procedimiento no fuera éste, nuestro Grupo hará 
por escrito la pertinente solicitud. 

EI señor PRESIDENTE; Le informo al respecto, señor 
Pozueta. 

En cuanto a dejar en suspenso el trabajo que se ha he- 
cho por el Tribunal, y las consecuencias que del mismo 
se deriven, evidentemente, el cauce reglamentario para 
dar curso a su pretensión es el momento ulterior a éste, 
de presentación de resoluciones. Quiérese decir que tene- 
mos que garantizar el derecho de todos los Grupos a pre- 
sentar, en relación con el informe, las propuestas de re- 
solución que entiendan por pertinentes. Consecuentemen- 
te, la pretensión de S. S. podría encauzarse por esa vía, 
en contradicción con aquellas otras que entiendan lo 
contrario. 

En cuanto a la fiscalización de todas y cada una de las 
entidades, se puede plantear la cuestión en dos formas: 
Una, la planteada por S. S. como condicionante de un de- 
bate total sobre Mercorsa y sus filiales. Esa es una, que 
es a la que S. S. puede dar cauce, a través de las preten- 
siones. Y otra que es, con independencia de ésta - e n  el 
supuesto de que la pretensión de S. S. no fuera triunfante 
en el momento que se debata-, complementar el infor- 
me con ulteriores informes de las restantes entidades, si 
bien quiero señalar y recordar que, como solicitamos del 
Tribunal en su momento un plan de actuaciones - q u e  ya 
hablaremos de él en su momento pertinente, cuando el 
Tribunal lo remita- valoren los Grupos, respecto de la 
petición de nuevas solicitudes de fiscalización, los ele- 
mentos humanos y materiales de que el Tribunal dispone 
para la realización de sus actividades, en un contexto glo- 
bal. De todas formas, los cauces son jurfdica y reglamen- 
tariamente los señalados por esta Presidencia a S.S. 

El sefior Garcfa-Margallo tiene la palabra. 

El señor CARCIA-MARGALLO Y MARFIL: Señor Pre- 
sidente, en primer lugar, en nombre de la Agrupación del 
PDP me uno también a la felicitación por el trabajo rea- 
lizado por el Tribunal de Cuentas. 

En segundo lugar, en la misma línea del portavoz que 
me ha precedido en el uso de la palabra, planteo algunas 

dudas que me asaltan para poder emitir juicios respecto 
al informe que se nos ofrece sobre esta sociedad uhol: 
dingw. En concreto, yo no sé si el Consejero está en con- 
diciones de contestar a lo que le voy a preguntar, puesto 
que no se han hecho informes sobre los aMercosw. A mi 
juicio, el anexo 1 -para que yo pudiese entenderl- de- 
bía tener algún dato sobre las cifras de endeudamiento ex- 
terno (el informe dice que son consecuencia de las opera- 
ciones de compra y venta en firme ajenas al objeto social 
de los uMercos»), las cifras de subvenciones de capital im- 
putadas a cada uno de los uMercosw, afectadas a gastos 
de constitución, primer establecimiento, etcétera, según 
se establece en el informe. Es decir, el desglose de estas 
dos partidas. 
Y en tercer lugar, como pregunta muy puntual, viendo 

que en toda la Comupidad Valenciana -Alicante, Caste- 
Ilón y Valencia- ya en 1984 estaban absolutamente inac- 
tivos los tres, querría saber cuál es el destino que se ha 
dado -si es que el Consejero lo sabe- a las inversiones 
realizadas en esos uMercosa, el destino que se preveía dar 
a las inversiones en esos uMercosw.. 

No sé si las preguntas son procedentes. En caso de que 
no lo sean, pediría una información posterior sobre cada 
una de las sociedades uniéndome a la petición del Grupo 
de Nacionalistas Vascos. 

El señor PRESIDENTE: El señor Suárez tiene la pa- 
labra. 

El seilor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): En esta pregunta que, de algún modo, 
coincide en algunos aspectos con la anterior se advierte 
que lo que es correcto, lo que está bien es que esto es una 
fiscalización de la sociedad tenedora, la sociedad de car- 
tera Mercorsa, que tiene participación mayoritaria en el 
capital de los dieciséis aMercosr>. También se hace una fis- 
calización a in situw de Mercoalmería. Estas son fiscaliza- 
ciones por el artículo 12. Nosotros en el Tribunal de Cuen- 
tas obviamente hacemos la comprobación formal y la fis- 
calización tradicional, examinando la documentación que 
nos va llegando. Por supuesto, vemos la documentación 
de todas las instituciones públicas y también de los uMer- 
cosa. Lo que ocurre es que una fiscalización ain situ», con 
varios meses de trabajo y por varios técnicos del Tribu- 
nal se ha limitado a estas dos. 

El señor García-Margallo echa de menos que haya más 
información de la que hay en el anexo correspondiente, 
donde se da alguna información sobre los aMercosa a tí- 
tulo ilustrativo porque en efecto los anexos son las cuen- 
tas, los estados contables de síntesis. Para tener una vi- 
sión un poco global se dan algunos datos, algunas parti- 
das principales sobre los uMercosw, mercados en origen, 
de la red Mercorsa. A su juicio, quizá fuera conveniente 
poner más cosas, como por ejemplo el endeudamiento ex- 
terno, gastos de constitución, inversiones, etcétera. S i e h  
pre que hacemos un informe, siempre que se cierra, es un 
poco discutible lo que se cierra, lo que se deja, lo que se 
introduce. Nosotros, qué duda cabe, hacemos las fiscali- 
zaciones a iniciativa del Tribunal de Cuentas y de las Cor- 
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tes Generales. Qué duda cabe que si ustedes no ordenan 
que hagamos unas fiscalizaciones nosotros tenemos que 
hacerlas. No obstante, yo quisiera decir algo al respecto. 
Siempre que fiscalizamos una sociedad de «holding» se 
plantea este problema. Concretamente tenemos alguna 
sociedad de cartera pública con 80 filiales que, además, 
son minoritarias, como ocurre con ciertas sociedades de 
desarrollo regional. Al  ser minoritaria la participación de 
una empresa pública, las participadas no son empresas 
públicas y, por tanto, el Tribunal no tiene jurisdicción. 
Este problema siempre se presenta. Siempre que fiscali- 
cemos a una sociedad de cartera, técnicamente se va a 
presentar el problema de por que no han fiscalizado las 
sociedades de cartera. Siempre que fiscalizamos el INI, 
que es un «holding» con participadas directas e indirec- 
tas, se plantea este problema. N o  obstante, yo sí quiero 
decir que es obvio que en la forma que reglamentaria- 
mente proceda, ustedes pueden ordenarnos que fiscalice- 
mos todos los << Mercosn. 

Quiero decir, si me lo permite el señor Presidente, que 
el acuerdo del Consejo de Ministros del 28 de agosto de 
1985 confirmó una ampliación de capital acordada en la 
Junta General de Mercorsa unos meses antes. Se acordó 
la privatización de Mercorsa y cederla a las asociaciones 
de productores agrarios, adaptándose a la normativa de 
la Comunidad Económica Europea. Luego hay un acuer- 
do posterior -creo recordar que es de 11 de julio de 
1986- en el que el Consejo de Ministros concreta más las 
condiciones de esa privatización. Ahora, según la infor- 
mación que obra en poder del Tribunal de Cuentas, aun- 
que la fiscalización abarca 1981, 1982 y 1983 y fue cerra- 
da el 31 de diciembre de 1983, la fiscalización de Mercor- 
sa y Mercoalmería, nuestro control, el control del Tribu- 
nal de Cuentas, además de externo y consultivo es perma- 
nente. Hemos seguido las vicisitudes de esta institución y 
se nos ha informado que están haciendo la operación de 
fusión o absorción de los «Mercas», para proceder poste- 
riormente a la privatización, en cumplimiento del acuer- 
do del Consejo de Ministros. 

Ruego me disculpen estos antecedentes, porque si el 
Tribunal de Cuentas hace esta fiscalización de 16 «Mer- 
c o ~ »  que van a desaparecer, qué duda cabe que no podrá 
hacer atras fiscalizaciones también muy importantes. 

El señor PRESIDENTE: Señor García-Margallo, i tiene 
alguna sugerencia? 

El señor CARCIA-MARGALLO Y MARFIL: No. Sola- 
mente quiero dar las gracias al señor Consejero por la 
información. 

El señor PRESIDENTE: El señor Orozco Gene la pa- 
labra. 

'E1 señor OROZCO COMEZ: Voy a realizar una serie de 
preguntas, ya que no entiendo suficientemente el informe 
de fiscalización que ustedes han presentado. 

Empiezo diciendo que coincido plenamente con las pri- 
meras palabras del señor Presidente del Tribunal de 

Cuentas, quien ha visto cuatro grandes irregularidades y 
una más principal. Ha dicho textualmente que existen 
grandes y graves defectos en la contratación de Mercorsa 
y Baseprint. En ese sentido voy a realizar algunas pregun- 
tas, así como respecto de las subvenciones que, por la im- 
portancia que se le da en las conclusiones, ya que son re- 
mitidas al Ministerio fiscal, creo que son de interés sufi- 
ciente como para que los parlamentarios de esta Comi- 
sión tengamos conocimiento de ellas. 

Respecto a las subvenciones, la pregunta que voy a ha- 
cer va a ser muy sencilla. En función del informe que us- 
tedes nos presentan, se dan las siguientes subvenciones: 
355 millones, por acuerdo del Consejo de Ministros del 17 
de junio de 1977, para financiar inversiones y asistencia 
técnica. Se detalla en el informe: 76 millones en 1979, 86 
en 1980, 118 en 1981, 75 en 1982; un total de 355 millo- 
nes. Existen también otros 444 millones de subvención 
para gastos de primera implantación. Yo pregunto con- 
cretamente para que me contesten posteriormente: iExis- 
ten más subvenciones a partir de 1982? No deduzco del 
informe, independientemente de que haya alguna consi- 
deración, si tienen que ir desde el punto de vista conta- 
ble, en un año o en otro. Yo considero que no hay más. 
Se cortan las subvenciones a partir del año 1982, en el 
año 1983 no hay. No obstante, quisiera que me lo ra- 
t ificaran. 

Respecto al tema que desde mi punto de vista es más 
grave, y sobre el que todos los grupos y los miembros del 
Tribunal se han expresado, el contrato de Mercorsa con 
Baseprint, tengo un montón de dudas. El 11 de febrero 
acuerdan los Ministerios de Agricultura y Transportes, la 
Telefónica y Mercorsa hacer un plan de información. Dos 
meses después, el 23 de abril de 1982, está ya ssuscrito el 
contrato por valor de 523 millones, más 29 millones de pe- 
setdd'por otro lado, lo que suponen 552 millones de pese- 
tas. Tengo que preguntar al respecto lo siguiente: ¿Cuán- 
do fueron entregados? El nuevo equipo directivo hace una 
serie de informes sobre la viabilidad o el aprovechamien- 
to de esas inversiones realizadas. Hay distintos criterios 
a lo largo del informe. Yo quiero preguntar concretamen- 
te: ¿En qué fecha fueron almacenados los terminales que 
suponen parte de ese contrato con Baseprint por valor de 
228 millones de pesetas? 

Mercorsa denuncia la validez y efectos del contrato de 
23 de abril de 1982 por motivos de orden técnico, por erro- 
res y defic&ncias graves de concesión y desarrollo que ha- 
cen inviabjb el sistema de información. Los informes que 
han pedido a las empresas especialistas en el tema han di- 
cho que lo que han comprado no vale para nada. Resumo 
lo que ustedes dicen en el documento. A raíz de esta de- 
nuncia del contrato por parte de Mercorsa, Baseprint va 
a los tribunales y creo que hay algún proceso judicial más 
que no se señala aquí. Yo les pregunto: ¿Tienen ustedes 
constancia, teniendo en cuenta que el informe que han 
elaborado lo hicieron con fecha de 4 de marzo, de que 
haya resoluciones al efecto? 

Al hilo del contrato de Mercorsa con Baseprint voy a ha- 
cer una serie de preguntas. También se ha dicho aquí que 
este contrato de quinientos y pico millones de pesetas se 
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formaliza en un plazo récord, desde el acuerdo hasta la 
firma del contrato, de dos meses. Y también dicen uste- 
des en el informe que Baseprint tenía hn capital social de 
750.000 pesetas. Y añaden en el informe que de reciente 
creación. Yo quisiera saber si tienen ustedes la fecha de 
creación de la empresa Baseprint, porque si esta fecha de 
creación fuese entre el período en que se produce el acuer- 
do entre los Ministerios, Telefónica y Mercorsa y la fecha 
del contrato con Baseprint, podría haber irregularidades 
que podían ser graves y que, por supuesto, no me atrevo 
a calificar ya que no es mi cometido. 

También dicen ustedes en su informe: Informado del 
conte.nido del contrato firmado el Consejo de Administra- 
ción ... ¿Es que acaso el Consejo de Administración no 
tomb el acuerdo de realizar ese coiitrato? Dejan ustedes 
entrever en esta frase que el contrato lo firmó sólo el se- 
ñor Presidente, sin contar con el resto del Consejo de Ad- 
ministración. Al hilo de esto yo pregunto: godrían exis- 
tir responsabilidades? Les pido que me las digan, si es po- 
sible, y me amparo en el artículo 12, apartado 2, de la 
Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, que dice: El Tri- 
bunal de Cuentas hará constar cuantas infracciones, abu- 
sos, prácticas irregulares haya observado con indicación 
de las responsabilidades en que, a su juicio, se hubiese in- 
currido y de las medidas para exigirlas. Hecho de menos 
en el informe el contenido de este apartado 2 del artículo 
12 de la Ley que regula esta situación. 

Se ha hecho una pregunta y se ha dado una contesta- 
ción diciendo que el padre de un directivo de una empre- 
sa de Mercorsa era con el hijo de Baseprint. Y yo pregun- 
to: ¿De qué directivo es? ¿Qué cargo ocupaba el directivo 
en Mercorsa y qué cargo ocupaba el padre o el hijo, que 
no lo sé, en Baseprint?, ya que no me ha quedado claro 
si el hijo estaba en Mercorsa o el padre estaba en Base- 
print. Ustedes me lo aclararán con sus respuestas. 

El señor PRESIDENTE: Perdón, si me lo permite se- 
ñor Orozco, sobre este particular queda claro que Base- 
print, ni uBaseu ni «print» tienen hijos, ni tampoco Mer- 
cosa, al menos en el sentido que se ha pretendido dar. Yo 
creo que al final S. S. lo ha centrado muy bien cuando ha 
pedido que diga quién es el padre y quién es el hijo y qué 
responsabilidades tenían en cada lugar y qué relación tu- 
vieron o pudieron tener a los efectos del contrato. (Risas.) 

Perdone el inciso que no tenía otra finalidad que intro- 
ducir un elemento prelúdico en la mañana. 

El señor OROZCO COMEZ: Inciso que agradezco al se- 
ñor Presidente, porque creo que sirve para aclarar más 
mi exposición. 

¿Existe -y no sé si esta pregunta es pertinente- algún 
tipo de incompatibilidad, si es procedente, del Tribunal 
de Cuentas en este tema? 

Otra pregunta que quería hacer es la siguiente: Uste- 
des dicen en un apartado, respecto a la compra de estos 
ordenadores, que asciende a doscientos y pico millones de 
pesetas, que no están conformes en cómo el nuevo equipo 
directivo los valora en el balance de situación de 1983. Us- 
tedes hacen una valoración, que leo: No obstante, una vez 

efectuada por la sociedad estatal la inversión correspon- 
diente a su dirección general a agotar las vías de aprove- 
chamiento y conservación de los bienes ya convertidos en 
públicos ... Yo les pregunto -y no se trata de polemizar 
sino sólo de hacer una pregunta-: {Por qué hacen uste- 
des esta afirmación teniendo en cuenta que en su infor- 
me, en la página 10, dicen que en octubre de 1983 Mer- 
corsa denuncia la validez del contrato y está en los tribu- 
nales? Luego, hasta que esto no se produzca, no conside- 
ro oportuno hacer esa afirmación, teniendo en cuenta, 
además, que existen informes técnicos de empresas espe- 
cializadas con ENTEL, que dice que es inviable al apro- 
vechamiento de este material. No entiendo por qué hacen 
ustedes esa afirmación, aunque estoy seguro de que ten- 
drán una justificación que podrán darme. 

Para terminar -y me remito a la pregunta anterior-, 
¿podrían explicarme qué responsabilidad tenía el Presi- 
dente en este tema? 

El señor PRESIDENTE: ¿A qué Presidente se refiere, 
señor Orozco? 

El señor OROZCO GOMEZ: Al Presidente de Mercorsa. 
(Risas.) 

¿Existe conocimiento por parte del Tribunal de Cuen- 
tas de alguna resolución judicial al efecto de las que se 
han presentado? En la conclusión número 10 dicen uste- 
des lo siguiente: Con relación a los hechos relativos a las 
subvenciones no aplicadas a su finalidad y los concernien- 
tes al desarrollo del proyecto de información para el sec- 
tor agrario, recogido en los apartados 2 y 3 de anteceden- 
tes, se acuerda deducir del expediente de fiscalización los 
correspondientes particulares y su remisión al Ministerio 
Fiscal. El que yo diga que en Mercorsa «hay tomate# es 
lo natural, en otra empresa sería menos. Particularmente 
creo -y lo digo como una broma- que uhay tomate» y 
pregunto ¿qué ha hecho el Ministerio Fiscal al respecto? 

El señor PRESIDENTE: Queda claro que en Mercorsa 
«hay tomateu (Risas.) porque es mercado en origen. 

Tiene la palabra el señor Suárez para contestar a las 
cuestiones planteadas. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Voy a intentar contestar a sus pregun- 
tas, señor Orozco, en la medida de mis posibilidades y, si 
alguna se me olvida, dígamelo por favor. 

Ha señalado usted, con respecto a las subvenciones, los 
montantes más importantes a la fecha de cierre del infor- 
me, 31 de diciembre de 1983. El informe que aquí se está 
debatiendo se extiende a los ejercicios de los años 1981, 
1982 y 1983. En 1983 no hubo subvenciones -fue en 
1982- y usted me pregunta si a partir de 1983 las ha ha- 
bido. Como el informe se cerró el 31 de diciembre de 1983, 
no le puedo contestar. (Un señor DIPUTADO: No lo sabe.) 
Creo que no hubo subvenciones y si se recibieron tuvo que 
ser por un conducto especial, y todos sabemos los diferen- 
tes mecanismos de concesión de subvenciones, la trami- 
tación de los expedientes, etcétera. Pero no puedo contes- 
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ta ra  su pregunta. No obstante, en la forma que reglamen- 
tariamente, proceda, con mucho gusto le informaré pues 
son datos que sí podemos facilitar. 

Con relación a la operación Baseprint, que es impor- 
tante y se pone de manifiesto en el informe, me han he- 
cho muchas preguntas y ¡qué duda cabe! todas ellas im- 
portantes. ¿En qué fecha fueron almacenados? Tan pron- 
to como los vendió Baseprint a Mercorsa, porque, de he- 
cho, el sistema nunca llegó a funcionar. Mercorsa tenía el 
compromiso de comprar la unidad central, el «software», 
y tres mil terminales como mínimo y luego venderlos a 
terceros. Algunos, dieciocho, se quedó Nercorsa con ellos, 
los instaló en su propia red, quince fueron vendidos a ter- 
ceros -dieciocho y quince suman treinta y tres- y el res- 
to, hasta tres mil, quedaron almacenados nada más ser 
suministrados. Incluso, cuando el Tribunal de Cuentas es- 
tuvo en Almería, el terminal instalado en Mercoalmería 
no funcionaba por dificultades técnicas en la concepción 
del proyecto y porque el «software» parece ser que no era 
adecuado. Por tanto, el almacenamiento fue inmediato, 
ya que los compromisos que decía tener Mercorsa de ven- 
ta a terceros de estos terminales no eran ciertos o, por lo 
menos, no se han consumado. 

Cuando vino el nuevo equipo de Mercorsa en abril de 
1983, el contrato fue denunciado una vez que se solicitó 
la colaboración de ENTEL, Empresa Nacional de Teleco- 
municación. ENTEL daba dos alternativas, dado que el 
proyecto estaba paralizado y su puesta en funcionamien- 
to ofrecía, al parecer, dificultades técnicas importantes y 
dado que los terceros, que, según el anterior Presidente, 
iban a comprar esos terminales, no lo habían hecho. Des- 
pués de estudiar los informes técnicos de ENTEL, Mer- 
corsa denunció el contrato y fue llevada a los tribunales 
por Baseprint, exigiendo el cumplimiento del mismo. En 
la contestación a la demanda, Mercorsa planteó la recon- 
versión de la demanda y ha tenido lugar un largo conten- 
cioso, un juicio que en el Tribunal de Cuentas sabemos 
que en primera instancia fue fallado a favor de Mercorsa. 
Baseprint, por supuesto, apeló a la instancia superior 
-Audiencia Nacional- y, sin embargo, Mercorsa ha pe- 
dido la ejecución de la sentencia, presentando el corres- 
pondiente aval para que dicha sentencia sea ejecutada. 
No obstante, el proceso sigue. La apelación de Baseprint 
está ahí y, por otra parte, el proceso sigue abierto en el 
Tribunal de Cuentas porque estos hechos han sido pues- 
tos en conocimiento del letrado del Estado y enviados al 
Ministerio fiscal. Dentro del plazo para ejercitar estas ac- 
ciones, la otra parte puede presentar demanda que hasta 
ahora -que yo sepa- no lo ha sido pero no quiero decir 
que no se haga en el futuro. 

Me preguntan también ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Suárez, sobre este pun- 
to, el Presidente va a hacer una puntualización y luego 
continúa usted. 

Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 

TAS (Fernández Pirla): Voy a hacer una aclaración. El fis- 
cal se ha pronunciado sobre este extremo de la siguiente 
forma. En todos eGos casos existen indicios claros -se re- 
fiere a los apartados correspondientes en los que están las 
subvenciones y, en particular, el fiscal contesta a la cues- 
tión de Baseprint, o sea, a los defectos de contratación, 
de perjuicio económico y de responsabilidad personal, 
aunque debe considerarse como responsabilidad de ges- 
tión, no contable, por tratarse de perjuicios ocasionados 
en el manejo empresarial de la sociedad, lo que si bien ex- 
cluye la competencia de este Tribunal -a juicio del fis- 
cal- no impide la reclamación jurisdiccional de perjui- 
cios por parte de la sociedad a sus propios gestores, aun- 
que este sistema de reintegro sea poco habitual en ia em- 
presa pública. Esta OS la opinión del fiscal en relación con 
el tema que nos ocupa. 

El señor PRESIDENTE: Señor Suárez, puede conti- 
nuar si lo desea. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Me preguntaba también por qué el Con- 
sejo no aprobó el acuerdo. Según los antecedentes que 
existen en el Tribunal de Cuentas, el acuerdo fue tomado 
por la Comisión Ejecutiva de Mercorsa el 22 de abril de 
1982, no por el Consejo. El 23 de abril de ese mismo año, 
un día después, se convoca el Consejo de Administración 
y el Presidente da cuenta de la decisión adoptada por la 
Comisión Ejecutiva siete días antes y del contrato firma- 
do con Baseprint seis días antes. El Consejo se limita a to- 
mar nota de la información recibida. Se dice que el Pre- 
sidente adopta esta decisión en base a sus atribuciones, 
incluso algunos consejeros hacen constar su desacuerdo 
en la operación por razones de orden técnico, económico, 
etcétera. Por tanto, la respuesta es que el Consejo no apro- 
bó el acuerdo. 

Me preguntaba también qué cargo ocupaba y qué pa- 
rentesco tenía el directivo de Mercorsa. El señor Orozco 
quería más información sobre este tema. El hijo del en- 
tonces Presidente de Mercorsa era un técnico que traba- 
ja, en su condición de tal, en Baseprint. Esta es la rela- 
ción de parentesco. 

El señor OROZCO GOMEZ: ¿La fecha de formación de 
Baseprin t ? 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Unos meses antes, pero no se lo puedo 
precisar en estos momentos. La fecha de formación no 
existe, es de unos meses antes, pero no puedo precisarlo 
ahora mismo. Era de creación reciente, pero no le puedo 
decir. 

El señor OROZCO COMEZ: Pero, jestá en condiciones 
de enviarme esa información? 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Si reglamentariamente la Comisión lo 
estima pertinente, nosotros, por supuesto, lo haremos. 
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El señor PRESIDENTE: Por supuesto que sí, señor Suá- 
rez. Lo recordaremos a través de todas aquellas inciden- 
cias que han ido surgiendo de las intervenciones de 
SS. SS. que entrañen algún complemento informativo, 
sin perjuicio de que queden también enterados los miem- 
bros del Tribunal y su Presidente. A efectos puramente de 
recordatorio, le enviaremos un extracto para facilitar el 
tema. 

Señor Orozco, ¿ha terminado? 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Perdón, yo quería continuar, porque las 
preguntas que se me hacen son varias e importantes. En 
seguida termino, señor Presidente. 

He de decir también que, sin duda alguna, fueron reca- 
bados los servicios de ENTEL. Lo que ocurre es que tiene 
que quedar claro que ENTEL no se pronuncia por la res- 
cisión. del contrato. ENTEL contemplaba dos alternati- 
vas: bien adaptar el proyecto, con la finalidad de salvar 
lo que se pueda, haciendo ciertas adaptaciones técnicas; 
o bien denunciar el contrato en el caso de que lo primero 
no fuera posible. Qué duda cabe que Mercorsa en sus ale- 
gaciones dice al Tribunal de Cuentas que denunció el con- 
trato después de haber intentado lo primero. En todo 
caso, el Tribunal de Cuentas no se manifiesta en espera 
de la resolución de los eventuales juicios de cuentas o por 
responsabilidades que puedan surgir. 

Con respecto a la responsabilidad que debía tener el 
Presidente de Mercorsa, obviamente en un informe de fis- 
calización no podemos decirlo. Una elemental discreción 
nos lleva a que, mientras tanto los Tribunales ordinarios 
-o en todo caso el fiscal del Tribunal de Cuentas- no se 
manifiesten, como acaba de señalar el señor Presidente 
-aunque el Letrado del Estado puede, en defensa de los 
intereses del Estado, presentar una demanda, no estar de 
acuerdo con el Ministerio fiscal-, esperaremos a que esas 
posibles responsabilidades se depuren, en su caso, en las 
instancias y con los procedimientos que correspondan. Yo 
no puedo decir nada más al respecto en este momento. 

Por último, se echa de menos el artículo 12.2 de nues- 
tra Ley Orgánica, que dice taxativahiente que las infrac- 
ciones, abusos y... Qué duda cabe que éste es un tema ge- 
neral. Quizá el señor Presidente del Tribunal de Cuentas, 
aquí presente, podrá decirlo mucho mejor que yo. He de 
señalar que nosotros hemos debatido mucho este punto y 
colegiadamente hemos llegado a una forma de actuar. Es- 
tamos pendientes de la Ley de Funcionamiento y mien- 
tras tanto tenemos que utilizar la legislación supletoria 
procedimental. Después de estudiarlo colegiadamente en 
el Tribunal de Cuentas, se llegó a la conclusión de que es- 
tas posibles responsabilidades no se pueden fijar mien- 
tras no se haya instruido el correspondiente proceso ju- 
dicial para depurarlas. 

Si nosotros venimos aquí denunciando un hecho y es- 
tablecemos la responsabilidad, sobraría el juicio de cuen- 
tas. El respeto al ordenamiento jurídico y a la legalidad 
vigente nos llev6 a que fuéramos muy cautos en lo que al 
informe de fiscalización se refiere para tasar las respon- 
sabilidades. Los eventuales procedimientos jurisdicciona- 

les, de los cuales tendrían SS. SS. cuenta, las fijarán.Esto 
es lo que quiero decir al respecto porque es un tema que 
nos ha preocupado y nos sigue preocupando mucho. 

El señor PRESIDENTE: ¿El señor Orozco desea efec- 
tuar alguna aclaración? (Pausa.) Tiene la palabra. 

El señor OROZCO COMEZ: Deseamos solicitar el en- 
vío de la resolución del Ministerio fiscal, que por supues- 
to respetamos profundamente, aunque así, a bote pronto, 
queremos manifestar la disconformidad con ella, pero eso 
ya es harina de otro costal. 

En cuanto a la responsabilidad, no lo sé. Yo no soy téc- 
nico en el tema del Tribunal de Cuentas, como lo son us- 
tedes, pero tengo la obligación de leer las leyes y veo que 
este artículo lo dice muy claro. Lo que he pedido es lo que 
dice el artículo 12.2. Si ustedes no creen conveniente, por 
lo que sea, hacer uso de él, yo haré las consultas pertinen- 
tes donde proceda. Les voy a repetir, una vez más, lo que 
dice este punto y lo que pedía también en este punto en 
cuanto a Mercorsa, que dice que el Tribunal de Cuentas 
hará constar cuantas infracciones -habla de los informes 
de fiscalización-, abusos o prácticas irregulares haya ob- 
servado, con indicación de la responsabilidad en que a su 
juicio se hubiere incurrido y de las medidas para exigir- 
la. Simplemente deseo hacer constar que yo he pedido esa 
información en función de los poderes que me da la Ley 
Orgánica del Tribunal de Cuentas. 

El señor PRESIDENTE: Señor Orozco, sobre ese tema, 
el Presidente del Tribunal quiere hacer alguna aclaración. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Una breve aclaración. En el Tri- 
bunal estamos cumpliendo el apartado 2 del artículo 12, 
con independencia de que, en su día, la Ley de Funciona- 
miento perfile cauces. Dice dicho artículo que el Tribu- 
nal de Cuentas hará constar cuantas infracciones, abusos 
o prácticas irregulares haya observado. Y se han hecho 
constar. 

A continuación dice que con indicación de las respon- 
sabilidades en que a su juicio se hubiere incurrido. El Tri- 
bunal está constituido por la Sección de Fiscalización, y 
por la Sección de Enjuiciamiento, y forma parte del Tri- 
bunal el propio Fiscal, que constituye parte del Plenb. Por 
consiguiente, al exigir la Ley que el Tribunal hará cons- 
tar las infracciones, con indicación de las responsabilida- 
des en que se hubiere a su juicio incurrido, el Tribunal 
está cumpliendo cuando el Fiscal, que forma parte del Tri- 
bunal, dice que existen indicios claros de perjuicio eco- 
nómico y de responsabilidad personal. Pero a juicio del 
Fiscal, que forma parte del Tribunal, la responsabilidad 
no es contable sino de gestión que hay que exigir en vía 
jurisdiccional como corresponda. 

De modo que, el informe está completo. Lo que ha que- 
rido decir mi querido compañero don Andrés Suárez es 
que cuando tengamos la Ley de Funcionamiento esto se 
precisará, se perfilará y se hará procedimiento con mu- 
cha mayor precisión. Sin embargo, yo entiendo que esta- 
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mos cumpliendo el número 2 del artículo 12, en cuanto 
que el informe se completa con esta petición del Fiscal y, 
en su caso, del Letrado del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Señor Orozco, ¿quiere efectuar 

El señor Rebollo tiene la palabra. 
alguna aclaración sobre esta intervención? (Pausa.) 

El señor ‘REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Yo quisiera 
pedir al señor Consejero una aclaración respecto al tema 
de las subvenciones. 

El acuerdo del Consejo de Ministros, que efectivamen- 
te es de 17 de junio de 1977, establece subvenciones de ca- 
pital para la constitución, primer establecimiento y pues- 
ta en marcha cuando estas actividades sean realizadas 
por las entidades gestoras de mercados en origen, promo- 
vidas por Mercorsa, e insertas en la sección primera del 
Registro especial, a que hace referencia la Orden del Mi- 
nisterio de Agricultura de 15 de julio de 1975. 

De esto, a mi juicio, se desprende que quizá la irregu- 
laridad no es tanto que Mercorsa no esté inscrita en el Re- 
gistro especial, sino que la subvención se haya otorgado 
a Mercorsa. La interpretación literal del acuerdo del Con- 
sejo de Ministro de 1977 establece la exigencia de la ins- 
cripción en el Registro especial para las entidades gesto- 
ras de mercados en origen promovidas por Mercorsa, pero 
no para Mercorsa. 

En segundo lugar, parece que hay una cierta contradic- 
ción (quisiera que el señor Consejero me lo aclarara) al fi- 
nal de la página 6, cuando se dice que se ha podido com- 
probar que no todos los gastos subvencionados a los aMer- 
COS» corresponden a los específicamente señalados en el 
acuerdo del Consejo de Ministros de 1977, si bien su na- 
turaleza responde al concepto genérico de gastos de cons- 
titución, primer establecimiento y puesta en marcha. Se 
trata de los NMercosn, no de Mercorsa en este caso. Pare- 
ce que hay una contradicción entre el no todos los gastos 
subvencionados corresponden específicamente a los seña- 
lados en el acuerdo ... y lo que se dice a continuación: ... si 
bien su naturaleza corresponde al concepto genérico, que 
parece es el único condicionante, junto con la inscripción, 
que se contiene en dicho acuerdo del Consejo de Mi- 
nistros. 

En la página 7, a propósito de las subvenciones que se 
dan para otra finalidad, a partir del a i o  1979, parece que 
también la infracción, en lo que respecta a subvenciones, 
no es tanto de Mercorsa como del propio Ministerio de 
Agricultura. El informe del Tribunal de Cuentas dice que 
las subvenciones se han aplicado a gastos corrientes. Esto 
se señala como una anomalía, pero el informe añade: ... de 
acuerdo con las condiciones de concesión. Esto se dice en 
la página 7, y en la conclusión segunda, página 24, se vuel- 
ve a remarcar: ... de acuerdo con las condiciones de 
concesión. 

Como quiera que en el punto diez de las conclusiones 
se habla de la posible existencia de responsabilidades, en 
cuanto a las subvenciones, aparte de las otras a las que 
acaba de hacer referencia amplia mi compañero anterior, 
quisiera que, si el señor Consejero fuera tan amable, me 

aclarara las dudas que tengo en esa primera parte del 
punto diez de las subvenciones. 

El señor PRESIDENTE: El señor Consejero puede 
contestar. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Creo que la pregunta que se me hace es 
correcta. La irregularidad más importante no es tanto que 
Mercorsa no estuviera insccrita en ese Registro especial, 
sino que Mercorsa no debería haber percibido las subven- 
ciones con arreglo al acuerdo del Consejo de Ministros. Sí 
es cierto que, como Tribunal de Cuentas, nos compete, de 
acuerdo con el artículo 9 de la Ley Orgánica, el control 
de legalidad. Qué duda cabe que fue concedida una sub- 
vención a Mercorsa, institución que no estaba inscrita en 
ese Registro especial, pero ciertamente la interpretación 
que hace S .  S .  es la correcta. Sin duda, Mercorsa no de- 
bería haberlas recibido, tal como estaba el acuerdo el 
Consejo de Ministros. 

En último término, Mercorsa no estaba inscrita. La in- 
terpretación que hace S. S. es la adecuada. Por eso preci- 
samente el Tribunal se pronuncia: hay una infracción de 
legalidad, pues no estaba inscrita en ese Registro. A lo me- 
jor no debería estarlo, ése es por otro problema. En cual- 
quier caso, Mercorsa no debería haber recibido esa sub- 
vención, en cumplimiento estricto del acuerdo del Conse- 
jo de Ministros de 17 de junio del año 1977. 

Por lo que respecta a las subvenciones, parece S .  S .  
apreciar que hay cierta contradiccián en la redacción del 
párrafo final ... no todos los gastos subvencionados corres- 
ponden específicamente, aunque sf genéricamente. Cuan- 
do un órgano colegiado redacta un informe en el que in- 
tervienen tantas persona, lo hacen los técnicos, luego pasa 
a la sección de fiscalización y se incluyen una serie de cu- 
ñas, al final siempre es producto de una serie de opinio- 
nes y de ideas. Todos los escritos producto de órganos co- 
legiados probablemente tienen ese peligro. Creo que no 
hay contradicción ninguna, simplemente esto pasa mu- 
chas veces. Las subvenciones, de acuerdo con las condi- 
ciones de concesión, tienen un objetivo muchas veces es- 
pecifico, otras veces menos. A la hora de aplicarlas se des- 
vían un poco de sus objetivos, pero el Tribunal aprecia 
que los otros conceptos incluidos genéricamente se pue- 
den introducir también dentro de los apuntados expresa- 
mente. Esta es una observación de tono menor que el Tri- 
bunal de Cuentas formula al respecto. Si no todas las sub- 
venciones responden a los conceptos específicos, genéri- 
camente se pueden aceptar dentro del concepto general. 

La pregunta formulada en último lugar, relativa a las 
subvenciones, es quizá la más importante. En este infor- 
me, el Tribunal de Cuentas no solamente pone de mani- 
fiesto algunas irregularidades de tipo legal, sino que, so- 
bre todo, pone sobre la mesa un tema de fondo, tan im- 
portante (por lo menos, a juicio del Tribunal) como las in- 
fracciones legales en este caso concreto. Unas subvencio- 
nes que se dan en capital bien para gastos de construc- 
ción, primera instalación y puesta en marcha, bien para 
asistencia técnica a los UMercosn, en muchos casos, sobre 
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todo en los de asistencia técnica, están financiando gas- 
tos corrientes de Mercorsa, que presta a su vez asistencia 
técnica a los uMercosn a través de su personal técnico. 

Esto es lo que dice el Tribunal de Cuentas de las sub- 
venciones. El Tribunal en el tiempo que lleva trabajando 
en esta nueva etapa es muy exigente en cuanto a que los 
conceptos presupuestarios, en particular las subvencio- 
nes, se apliquen a su finalidad, y,  sobre todo, que las sub- 
venciones de capital se apliquen a operaciones de capital 
y, las corrientes, a gastos de esa naturaleza. En modo al- 
guno se puede admitir que se puedan utilizar subvencio- 
nes en capital para financiar inversiones a gastos que no 
tienen esa naturaleza. De hecho, lo que aquí se denuncia 
reiteradamente es que esa subvención, teóricamente de 
capital, «de facton es una subvención corriente que finan- 
cia el personal técnico superior de Mercorsa en una bue- 
na parte. 

Esto es, más o menos, lo que puedo contestar a sus 
preguntas. 

El señor PRESIDENTE: Señor Rebollo, idesea alguna 
aclaración ? 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: En mi terce- 
ra pregunta no solamente tocaba este punto, en. el que en 
líneas generales estoy de acuerdo, sino el hecho de que en 
el propio informe se ponga de manifiesto que esa aplica- 
ción, a lo que se denominan gastos corrientes, se hace de 
acuerdo con las condiciones de la concesión. Parece que 
la responsabilidad en este punto, caso de haberla, más 
que situarse sobre Mercorsa, tendría que recaer sobre el 
órgano que la otorga. 

El señor PRESIDENTE: ¿Señor Suárez, quiere realizar 
alguna aclaración sobre el particular? 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Suárez Suárez): Es correcta la interpretación que hace 
su señoría. 

' - MANCOMUNIDAD DE CAMPOO-CABUERNICA 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar al cuarto pun- 
to del orden den día, Mancomunidad de Campoo-Cabuér- 
niga, de Cantabria. Quiero hacerles una observación, y es 
que, como SS. SS. constatan, es la una menos diez; el or- 
den del día, en lo que resta, es copioso, a pesar de las ex- 
tracciones que hemos realizado en el inicio. Por tanto, les 
pediría a unos y a otros que fueran breves. 

El señor Presidente del Tribunal tiene la palabra en re- 
lación con el tema. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pida): Las dos cuestiones que figuran a 
continuación tengo la seguridad de que van a ir muy 
rápidamente. 

El informe de fiscalización de Campoo-Cabuérniga, 
como habrán visto ustedes por las cifras, carece de rele- 

vancia cuantitativa. Se trata de una mancomunidad que 
data del siglo XV, muchas de sus normas son antiguas, y 
tiene un funcionamiento consuetudinario. 

Del examen realizado no se revela más que la existen- 
cia de infracciones formales contables. No tiene práctica- 
mente personal, hay un secretario (que es un asalariado, 
por otra parte) y un presidente. No se detectan infraccio- 
nes que no sean, como digo, formales contables. 

Sí hay abierto, ciertamente, un expediente de reintegro 
por alcance, en razón de una pequeña diferencia, 136.000 
pesetas, por la devolución de una fianza, que está pen- 
diente de aclarar en la sección de enjuiciamientos, sin que 
haya habido todavía pronunciamiento sobre este tema 
por la mencionada sección. No creo que ofrezca más par- 
ticularidades este informe. 

El señor PRESIDENTE: ¿Intervenciones sobre este in- 
forme? (Pausa.) Doña Luisa Fernanda Rudi tiene la pa- 
labra. 

La señora RUDI UBEDA: Estoy de acuerdo con lo que 
planteaba el señor Presidente del Tribunal de Cuentas en 
tanto en cuanto este informe fiscalizador no tiene dema- 
siada importancia porque no se han cometido, según se 
deduce de su lectura, más que infracciones contables y,  
además, porque las cifras que se están manejando son re- 
lativamente pequeñas, y más si se comparan con las de 
las auditorías que hemos estado viendo hasta el momen- 
to. Lo que sí tiene importancia es su incidencia en el res- 
peto que deben tener todo tipo de Administraciones Pú- 
blicas (y no olvidemos que esto es una mancomunidad de 
municipios) con todas las normas legales en el cumpli- 
miento de los requisitos de Registro de cualquier canti- 
dad de dinero público, por pequeña que sea. 

Siguiendo el ruego del señor Presidente de la Comisión, 
y en aras de la brevedad, simplemente tengo un par de du- 
das o matizaciones a las que probablemente cualquiera 
de los señores Consejeros me podrán contestar con rapi- 
dez. En los antecedentes que del informe fiscalizador se 
habla del presupuesto y de la normativa que tiene que 
cumplir la mancomunidad. Dice que los gastos que pue- 
den integrarse -y leo la página 9- en el presupuesto son 
los siguientes ... y enumera unos cuantos. En el apartado 
d), como imprevistos, se habla de hasta un 25 por ciento 
del presupuesto. He visto que en las conclusiones no se 
hace ninguna referencia a este aspecto. La primera pre- 
gunta que yo planteo es si esta cifra del 25 por ciento se 
considera normal o si no sería demasiado amplia. Hay 
que tener en cuenta que aunque son cifras pequeñas, en 
el año 1983 la Mancomunidad llega a obtener unos ingre- 
sos de 20 millones de pesetas y que la subdivisión en los 
conceptos de  gastos es muy primaria, porque realmente 
la actividad de la mancomunidad es muy simple, sola- 
mente el aprovechamiento de sus bosques y de sus pra- 
dos. Vuelvo a repetir si no es demasiado amplio este 
porcentaje. 

Cuando se nos habla de ingresos, en estos años en que 
se han realizado auditorías, es decir desde 1977 hasta 
1983, se hace especial salvedad, en la página 10 del infor- 
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me, en la baja sensible que en el año 1980 plantea la cifra 
de ingresos por aprovechamientos, que prácticamente es 
el 50 por ciento de lo obtenido el año anterior. Si segui- 
mos leyendo el informe, en el apartado de rendición de 
cuentas observamos que, precisamente en el ejercicio de 
1980, la mancomunidad no rinde cuenta, parece ser que 
por algún cambio de designación en su junta directiva. 

También observamos que ese año 1980 el porcentaje de 
diferencia entre los importes de la tasación y de la adju- 
dicación son sensiblemente inferiores a otros años; figu- 
ran en un 5,5 cuando en años anteriores figuraban en un 
30 por ciento. 

La pregunta que yo quería formular es si los miembros 
del Tribunal o el personal del mismo que ha realizado 
esta auditoría ha llegado a tener elementos de juicio su- 
ficientes que les permita formar criterio sobre si la mino- 
ración de ingresos en ese año 1980 proviene del plan fo- 
restal, o si realmente ha sido ocasionada por una mala 
gestión de los que en aquellos momentos estaban dirigien- 
do la mancomunidad, cuando además se observa que en 
ese año no se hace ninguna obra de mejora sino que de 
los ocho millones totales de ingresos prácticamente se re- 
parten seis entre los ayuntamientos. 

En el capítulo de subvenciones, en la página 16 del in- 
forme, se habla de que a partir del ano 1981 se inician 
una serie de obras de mejora en la finca, subvencionadas 
en parte por el Ministerio de Agricultura, y que hasta 1983 
ascienden a 26.31 1 .O00 pesetas. Si comparamos esta cifra 
con los cuadros de gastos, se observa que la cantidad se 
refiere a las obras de mejora. Supongo que la parte de es- 
tos gastos que fueron financiados por subvenciones se re- 
ferirán únicamente a las dos cifras de subvenciones que 
aparecen en el cuadro de ingresos, que suman aproxima- 
damente los 9.600.000 pesetas. 

Por último, y haciendo también incidencia en la apro- 
bación de cuentas, se observa que en los últimos años hay 
un par de ayuntamientos que se abstienen en esta apro- 
bación de cuentas. Yo tampoco sé si los miembros del Tri- 
bunal han tenido elementos de juicio que les permitan de- 
cirnos, qué argumentación tenían estos ayuntamientos 
para no aprobar las cuentas de la mancomunidad. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pre- 
sidente del Tribunal y, luego, el señor Sanz, si quiere dar 
alguna contestación complementaria. 

El seíior PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Yo no quiero perder esta oportu- 
nidad de contestar a la señora parlamentaria (que creo es 
la primera vez que interviene), sin perjuicio de que sea 
ampliado.por el Consejero que ha dirigido la fiscalización. 

En cuanto a los imprevistos, que es el 25 por-ciento del 
presupuesto, nos movemos con cifras muy bajas, aunque 
éste es un juicio de valor y quizá no es función mía ha- 
cerlo. Hemos de tener en cuenta que es la aplicación de 
un reglamento interior que lleva arrastrando la manco- 
munidad desde hace mucho tiempo y que, por consiguien- 
te, nosotros nos limitamos a vigilar el cumplimiento es- 
tricto de la legalidad. No sé si el Consejero podrá añadir 

alguna aclaración. Nosotros tampoco somos inspectores 
de hacienda que vayan calificando los gastos. En este sen- 
tido, creo que lo único que le podemos decir es que eso 
está en un reglamento. 

Hay una cuestión más importante que plantea la seño- 
ra parlamentaria. Respecto del año 1980, dice que nota 
una baja importante en la tasación y subasta. Yo com- 
prendo su intranquilidad, que a mí también me asaltaría, 
si no fuera -y lo digo al margen del Consejero, por eso 
he querido intervenir- porque conozco este tema por 
otras razones, porque en su día fui inspector de Hacienda 
y me metía mucho con estas materias. 

Se señalan unos precios índices por el distrito forestal 
que se tiene que hacer en la subasta, pero es que además 
la regularidad se controla por ICONA. Quiero pensar que 
podemos estar muy tranquilos porque si hubo una baja 
sería sin duda alguna por el mercado o porque el rendi- 
miento de los bosques fue inferior. Para mí es una garan- 
tía que intervenga siempre el distrito forestal señalando 
las  tasaciones, y que, después, esta mancomunidad esté 
tutelada por Campo de Cahuérniga. 

Respecto a los demás puntos no quiero yo quitar el pla- 
cer a mi querido compañero de que entre en coloquio am- 
plio y animado sobre las cuestiones suscitadas. 

El señoi PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Sanz. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Sanz Ramírez): Yo he tomado unas notas y voy a contes- 
tar concretamente. 

En el tema del 25 por ciento, el señor Presidente del Tri- 
bunal de Cuentas ha dicho exactamente lo que yo tenía 
apuntado. El porcentaje puede ser discutible, pero es una 
cifra muy subjetiva en relación con este tipo de ac- 
tividades. 

En lo referente a la diferencia de los aprovechamientos, 
no es que yo quiera seguir la Línea del Presidente del Tri- 
bunal, pero es que es verdad, mi nota es idéntica. A este 
respecto, quiero señalar que no solamente en el mercado 
de madera (tenemos también el mercado de piñón y el de 
resinas) hay unas diferencias de un año a otro:realmente 
este mercado está sectorizado y repartido, y de un año a 
otro las diferencias son muy grandes. 

En cuanto a la contabilidad a la revisión de cuentas, 
también quiero señalar que aquí ha habido unas dificul- 
tades bastante grandes. Se ha reclamado la documenta- 
ción de esta mancomunidad y, a pesar del envío de dos 
equipos que estuvieron profundizando «in situ», los pro- 
blemas que nos hemos encontrado es que los anteceden- 
tes, las cuentas son de lo más disperso. Aquello era un sis- 
tema casi de tipo patriarcal, familiar. Actualmente la Ley 
de Régimen Local también afecta a las mancomunidades. 
Aunque la anterior ley les afectaba era una especie de re- 
miniscencia de tipo antiguo, porque el Reglamento por el 
que se regula esta Mancomunidad fve aprobado en 1902 
por el propio Gobernador Civil, es decir, era casi una cues- 
tión minoritaria. Yo no quiero con esto minimizar su im- 
portancia, pero sí quiero manifestar, en cuanto a las cuen- 
tas, que el problema surge a finales del año 1980, cuando 
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esa fianza, esas 136.550 pesetas, aparecen entregadas for- 
malmente el secretario de la mancomunidad, pero no se 
reflejan en la cuenta de valores independientes y auxilia- 
res del presupuesto. 

Las personas que conocen la técnica de la contabilidad 
presupuestaria en el ámbito local saben que se dice a ve- 
ces que los valores independientes y auxiliares del presu- 
puesto, a nivel de corporaciones locales, es una especie de 
cajón de sastre. Ahí se produce un salto. Es verdad que se 
ha entregado una fianza, que se ha reflejado un ingreso, 
pero al aíio siguiente, en 1980 -estamos a finales de 
1979- desaparece y dice que se ha devuelto. Por otro 
lado, en el arqueo del año 1983, que es donde surge la 
cuestión, aparece una diferencia no contabilizada. Ante 
esta situación, después de una comprobación detenida, de 
una investigación exhaustiva y de los informes del fiscal 
y del servicio jurídico del Estado que se poseen en este ex- 
pediente de fiscalización, la única solución que había para 
aclarar esta cuestión era iniciar un procedimiento que, se- 
gún lo que ha dicho el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas, está en la sección de enjuiciamiento. No apare- 
ce claramente reflejado en un sentido o en otro, pero no 
porque no se haya investigado en profundidad. Se han vis- 
to todos los antecedentes, pero hay que tener en cuenta 
que, por ejemplo, el inventario de bienes lo tienen total- 
mente disperso y no hay posibilidad de punto de re- 
ferencia. 

Lo importante no es solamente la rentabilidad que pue- 
da producir a la mancomunidad en este sistema de tipo 
familiar, sino qué es lo que tienen reflejado cada uno de 
ellos. Como son cuatro, uno de ellos tiene que llevar el in- 
ventario, pero de él no se tienen garantías (el tema de los 
inventarios es general en todo el Estado de las A4ono- 
mías), están muy retrasados y el de esta mancomunidad 
del Valle de Cabuérniga es más imperfecto. Solamente se 
han pedido los diarios de actas y el libro de caja, y con 
esos datos se ha hecho la investigación. 

Quiero terminar diciendo que el tema se tomó con el 
máximo interés, que fueron dos equipos que investigaron 
todos los antecedentes, y lo único que pasó es que si les 
faltaba o no algún dato no lo pudieran terminar. 
Yo no se si con esta explicación ha quedado satisfecha 

S .  S., pero esto es lo que yo puedo decir. 

El señor PRESIDENTE: iTiene doña Luisa Fernanda 
Rudí alguna pregunta que hacer? 

La señora RUDI UBEDA: Simplemente quería darle las 
gracias al señor Presidente del Tribunal de Cuentas por 
su amabilidad en contestarme personalmente. 

Con respecto al tema del 25 por ciento, por la lectura 
del informe, suponía que provenía del reglamento de la 
mancomunidad, pero quería oír la opinión tan formada 
de los señores miembros del Tribunal. Deseo decirle al se- 
ñor Consejero que, de la lectura del informe se deduce la 
dificultad que han tenido ustedes por la poca base docu- 
mental que tenía en su poder la mancomunidad. 

- FERROCARRIL METROPOLITANO DE BARCELO- 
NA 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al Ferrocarril Metro- 
politano de Barcelona, que es el punto siguiente del or- 
den día. 

El señor Presidente del Tribunal de Cuentas tiene la 
palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Este punto va a ir muy deprisa. 
Se trata de un informe tecnico que, como los señores par- 
lamentarios habrán visto, es escueto. Hay que tener en 
cuenta que este informe técnico se formula sobre el pa- 
que'te de informes-auditorías que envió la Intervención 
General, con una finalidad muy concreta y determinada; 
si podía ser subvencionado por el Estado el déficit del me- 
tro de Barcelona. 

Como se indica aquí, también era muy parco el infor- 
me enviado por la Intervención General de la Administra- 
ción del Estado. Insisto en que nuestro dictamen no se tra- 
ta de una auditoría practicada por el Tribunal de Cuen- 
tas, .sino.de un informe sobre otro informe-auditoría, al 
amparo del artículo 12.2. Dicho informe de la Interven- 
ción General se limita a decir que, en efecto, hay un dé- 
ficit real de explotación. Por ello, el Tribunal de Cuentas, 
examinado ese informe-auditoría de la Intervención Ge- 
neral de la Administración del Estado, dice que no se ha 
hecho un control de legalidad, que no hay base para que 
el propio Tribunal deduzca responsabilidades, y que la 
auditoría de la Intervención General tampoco da infor- 
mación suficiente que permita emitir una opinión sobre 
eficacia en la gestión. El servicio jurídico del Estado y el 
fiscal también entienden que en los documentos remiti- 
dos no existen indicios de responsabilidades contables 
que justifiquen la iniciación de expedientes. 

El señor PRESIDENTE: isolicitudes de palabra? (Pau- 

Tiene la palabra el señor Jordano, del Grupo Popular. 
sa.) 

El señor JORDANO SALINAS: Muy brevemente, por- 
que lo único que me ha llamado la atención del informe 
-a fin de cuentas de lo que se trata es de obtener una sub- 
vención del Estado- es que con unos resultados negati- 
vos en el año 198 1, de 5.700 millones de pesetas, aparez- 
can unos ingresos financieros de más de 30 millones de pe- 
setas. En 1983 en que ya aparece más detallada la cuen- 
ta, existen unos ingresos financieros de 2 1.643.000 pese- 
tas, de los cuales, hay una partida que me llama también 
la atención de 12.805.000 de intereses producidos por 
cuentas corrientes, y unos gastos financieros, en el mis- 
mo período, de 28.103.000 pesetas, qur parece están ori- 
ginados por el descuento de letras de maquinistas terres- 
tres y marítimos. 
No entiendo cómo es posible que sostengan estos inte- 

reses, porque si el tipo aplicado a las cuentas corrientes, 
el máximo permitido por el Banco de España, es del 1 por 
ciento, tendrían que haber mantenido (si los criterios de 
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valoración que  se han mantenido en estas cuen,tas son los 
habituales) un saldo medio de 1.200 millones de pesetas 
para obtener estos intereses. 

La justificación quc se da en la página 22 del informe, 
relativo a 1983, de  que la sociedad necesita cierta liqui- 
dez para pagos urgentes, no la comparto. Este tipo de so- 
ciedad tiene previstos todos su ingresos y todos sus pagos 
desde el primer día del año hasta el final dcl ejtrcicio. 
Por otro lado, esta necesidad de liquidez n o  concuerda 
con que page mediante letras a los maquinistas terrestres 
y asuma los gastos financieros de este descuento de letras, 
porque o tiene fondos en cuenta corriente o no los tiene 
y entonces tiene que recurrir al pago mediante leti-as de 
cambio para obtener una financiación adicional. 

Entiendo, en último extremo, que debería aminorarse 
de la subvención todo lo que representan estos gastos f i -  
nancieros de descuento de letras y,  al mismo tiempo, pro- 
fundizar algo más en si éstos son los resultados reales de 
las cuentas corrientes o hay otros que no aparecen con- 
tabilizados. 

. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Prc- 
sidente del Tribunal dc Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pida): El señor parlamentario tiene de- 
lante el informe-auditoría de la Intervención General de 
la Administración del Estado, cuando cita la página 29. 

Yo no tengo aquí el inrormc-auditoría de la Interven- 
ción General de la Administración del Estado y ,  por con- 
siguiente, ruego conceda la palabra al señor Consejero 
para ver si recuerda y puede contestar estos datos. Si no, 
se informaría a continuación por escrito. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Con- 
sejero competente en la materia. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Sanz Ramírez): Con mucho gusto contestaría, lo que pasa 
es que no tengo aquí el informe. Tomaré nota exacta de 
la pregunta. 

El señor PRESIDENTE: Señor Jordano, ¿le importaría 
que la contestación a la pregunta que usted ha hecho se 
hiciera por escrito? 

EI señor JORDANO SALINAS: NO tengo inconvenien- 
te en que sea por escrito. 

- GASTOS ELECTORALES DE LAS FORMACIONES 
POLITICAS EN LAS ELECCIONES AL PARLAMEN- 
TO GALLEGO 1985 

El señor PRESIDENTE: No habiendo más solicitudes 
de palabra sobre el ferrocarril metropolitano de Barcelo- 
na, y dado que el punto de trabajos portuarios fue extraí- 
do para su incorporación al principal, pendiente de deba- 
te en la sesión anterior, pasamos al relativo a gastos elec- 

torales de las formaciones políticas en las elecciones al 
Parlamento gallego en 1985. 

El señor Presidente tiene la palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pida): Estimo que quizá este punto no 
deba dar  lugar a debate, a lo sumo a alguna aclaración, 
porque, en ningún caso, el Parlamento va a entrar en el 
debate de esta cuestión, toda vez que este informe se re- 
mite por el Tribunal a las Cortes porque es tradicional. 
Nosotros que somos, por así decirlo, el brazo armado con- 
tablemente de las Cortes, debemos mandar todo lo que 
hacemos, pero, realmente, el destinatario legal de este in- 
forme es el Parlamento gallego. 

Me permito recordar que en la ley electoral gallega se 
dice que el Consejo de Cuentas (que es el órgano de fisca- 
lización que en Galicia ha de actuar, manteniendo los ni- 
veles que corresponda, equivalente al Tribunal de Cuen- 
tas) todavía no está constituido y en funcionamiento a la 
fecha en que se emitió este informe. Por consiguiente, este 
informe se ha remitido al Parlamento Gallego y a la Jun- 
ta de Galicia. 

Quiero destacar, no obstante, que este informe tiene un 
gran valor -y lamento que no esté aquí el Consejero que 
tan acertadamente ha dirigido su elaboración-, porque 
es la primera fiscalización de gastos electorales que el Tri- 
bunal de Cuentas realiza y ,  claro, como experiencia de ro- 
daje es importante. 

Supongo que los sciiores parlamentarios tienen en su 
podcr este estudio, donde se van  analizando partido po- 
lítico por partido político y donde, al final, se dan unas 
conclusiones. N o  se hace propuesta contraria a que per- 
ciba\ las subvenciones a que tienen derecho. Se detectan 
algunas pequeiias irregularidades o anomalías, quizá pro- 
bablemente porque es la primera vez que esto se hace y 
nuestra función es corregirlas, y en algunos partidos po- 
líticos que no tuvieron escaño no ha habido lugar a pro- 
seguir la fiscalización. Se completa con unos cuadros re- 
solutivos al final y y o  lo pongo en conocimiento de uste- 
des, pero insistiendo en que, en su caso, los destinatarios 
legales de este informe son el Parlamento y la Junta de 
Galicia, y no las Cortes del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Presidente. i A l -  
guna intervención más? (Pausa.) La setiora Rudi Ubeda 
tiene la palabra. 

La señora RUDI UBEDA: Gracias, señor Presidente. 
Por parte de mi Grupo, respetando las competencias del 

Parlamento Gallego, que entendemos que correctamente, 
tal como exponía el Presidente del Tribunal de Cuentas, 
es quien tiene que decidir sobre este asunto, lo que sí 
querríamos, ya que este informe ha tenido entrada en esta 
Comisión del Congreso, es, por lo menos, hacer algún co- 
mentario muy ligero y muy superficial sobre determina- 
dos aspectos del mismo. Nos congratulamos enormemen- 
te de que en este primer informe de fiscalización sobre un 
proceso electoral se vea que no habido prácticamente nin- 
gún tipo de infracción, como bien decía el Presidente del 
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Tribunal de Cuentas, en ninguno de los partidos o coali- 
ciones electorales que han recibido subvención. 

Hay un detalle que sí hemos observado en la lectura de 
este informe y es que en casi todos los partidos que han 
recibido subvención -y leo: Partido Socialista, Coalición 
Galega, Partido Socialista Galego y el Bloque Nacionalis- 
ta Galego-, las personas que han hecho este informe han 
redactado siempre un apartado, que dice que en algunos 
casos justificantes de gastos adolecen de determinados re- 
quisitos formales que impiden considerarlos como tales: 
falta de firmas, identificación del perceptor, etcétera, aun- 
que aparecen imputados a conceptos legales de gasto en 
el balance y figuran liquidados en tiempo hábil. Las ci- 
fras totales a las cuales corresponden estos justificantes 
que en algunos casos adolecen de estos defectos, en el caso 
del Partido Socialista suponen un 22,34 por ciento de sus 
gastos, con una cifra absoluta de 42 millones de pesetas; 
en Coalición Galega, el porcentaje es muy pequeño, es un 
0,5, y en valores absolutos le corresponden 86.000 pese- 
tas; al Partido Socialista Galego, en porcentajes, un 8,25, 
cuya correspondencia Son 907.000 pesetas, y en el Bloque 
Nacionalista Galego el porcentaje es un 7,92, que en va- 
lores absolutos le corresponden 477.000 pesetas. 
Yo no sé si en este momento se me va a poder contes- 

tar, ni si realmente esto habrá que plantearlo aquí -es 
un poco a título de curiosidad y de tener más informa- 
ción- o habrá que plantearlo -como decía antes- me- 
diante otros compañeros en el Parlamento Gallego. Indu- 
dablemente, no tiene la misma importancia que un justi- 
ficamte esté falto de algún detalle, como puede ser una fe- 
cha o un sello, que el hecho de que el justificante esté fal- 
to de la firma o inclusive de la identificación del percep- 
tor. Sabemos que en términos fiscales esto no sería nun- 
ca admitido como gasto fiscalmente deducible ni, por su- 
puesto, si hablásemos del Reglamento del Impuesto so- 
bre el Valor Añadido, tan en boga en estos momentos. 

Mi pregunta iba dirigida a esta cuestión: estos requisi- 
tos que faltan y que en algún caso, como es el de las cuen- 
tas del Partido S q c i a h a ,  alcanzan un 22,34 por ciento 
del montante total de sus gastos, equivalente a 42 millo- 
nes de pesetas, j son requisitos de menor importancia, 
como pueden ser un número de factura o una fecha, que 
realmente son aspectos formales, o son requisitos más im- 
portantes, como podrían ser la identificación del percep- 
tor, la falta de la firma o, inclusive, claridad en el con- 
cepto del gasto? 

El señor PRESIDENTE: El señor Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas tiene la palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pírla): Siento mucho no poder contestar 
en este momento y creo que, además, esta cuestión será 
suscitada, en su caso, por el Parlamento Gallego, y el Con- 
sejero que ha dirigido la fiscalización responderá. Pero yo, 
con mucho gusto, me pongo a su disposición para pregun- 
tarle al Consejero y, al margen ya de esta sesión, puesto 
que no es aquí donde se solventará la cuestión, le infor- 
maré sobre la pregunta que me ha hecho. Esta misma tar- 

de hablaré con el Consejero y, probablemente, mañana, 
si quiere usted, la llamaré por teléfono, o me llama us- 
ted, y le explicaré esto perfectamente, con todo el detalle 
que usted quiera. Muchas gracias. 

La señora RUBI UBEDA: Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: En relación con el tema que 
se acaba de suscitar sobre lo que podríamos llamar en tér- 
minos coloquiales el destinatario natural del documento, 
esta Presidencia, salvo mejor criterio, entiende que, sin 
perjuicio de que el destinatario natural sea el Parlamen- 
to Gallego, también lo son, según la Ley Orgánica del Ré- 
gimen Electoral General, las Cortes Generales, y ,  conse- 
cuentemente, esta Comisión. Por consiguiente, se admiti- 
rán propuestas de resolución sobre el particular, lo digo 
para que quede claro quc la Comisión va a funcionar con 
independencia de que exista otro destinatario natural del 
tema. 

El setior PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Yo me excuso de mi posible igno- 
rancia, pero quiero aclarar que, en todo caso, los créditos 
extraordinarios, si los hubiera, los tiene que votar el Par- 
lamento Gallego. Ahora, no entro en esa cuestión. Tengo 
que decir que, si el Presidente lo permite, se reabre el tur- 
no de preguntas por si se desea mayor información. No 
está aquí el Consejero que ha dirigido la fiscalización, 
pero intentaré contestar y,  si no, él contestaría, si ha de 
ser así, si va a haber luego debate para resolución. 

El señor PRESIDENTE: En principio, salvo que esta 
Presidencia se pueda equivocar, como es natural, y está 
dispuesta a rectificar su inicial criterio, si hay alguna pre- 
gunta más, evidentemente, se podrá dar cauce a la mis- 
ma, aunque tengo la impresión de que no. 

MOCION SOBRE LA CESTION DE TESORERIA DE 
ORGANISMOS DE CARACTER AUTONOMO 

El señor PRESIDENTE: Si les parece, pasamos al pun- 
to siguiente del order! del día, que es el relativo a la mo- 
ción sobre gestión de tesorería de organismos de carácter 
autónomo. Tiene la palabra el señor Presidente del Tri- 
bunal de.Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Muchas gracias. Esta quizá sea la 
cuestión más importante -a mi modesto juici- de las 
que se han planteado en el día de hoy, por el valor cons- 
tructivo que tiene. Creo que responderá mejor que nadie 
el Consejero autor de esta moción, que se dirige al ampa- 
ro del artículo catorce y sobre una muestra de 92 orga- 
nismos autónomos de carácter administrativo. Las prin- 
cipales conclusiones obtenidas -lo digo a título recorda- 
torio- son las siguientes: la existencia de fondos en en- 
tidades de crédito privadas que están fuera de control y 
cuyo origen en parte importante está en libramientos de 
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pagos a justificar. Esta existencia llega a alcanzar el 40 
por ciento de los fondos que hay en el Banco de España. 
Evidentemente, ello comporta un nivel de riesgo grande. 
La falta de control de dichos fondos implica un descon- 
trol de tesorería y,  consiguientemente, la existencia de ca- 
jas B (lean particularmente la página l l ) .  

El Tribunal dc Cuentas, naturalmente, ignora la exis- 
tencia de estas cuentas hasta quc va a realizar una audi- 
toría ((in situ», proponc, en definitiva, las medidas que se 
indican en la página 13. Pero creo que quien mejor podrá 
explicar y contestar las cuestiones que se susciten será el 
Consejero, que ha cuidado mucho este tema v ha elabo- 
rado este dictamen, de carácter muy específico, como pro- 
puesta al amparo del artículo 14, es decir, para mejorar 
la gestión del sector público en este hecho concreto de or- 
ganismos autónomos de carácter administrativo. 

El señor PRESIDENTE: ¿Quién solicita la palabra? 
(Pausa.) El señor Zárate, el señor Padrón. ¿Alguna otra pe- 
tición? (Pausa.) El señor Zárate tiene la palabra. 

El señor ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. Coincido plenamente con la expre- 
sión del señor Presidente del Tribunal de Cuentas en el 
sentido de la gran trascendencia del informe que se so- 
mete hoy a la Comisión, toda vez que tiene un carácter ge- 
neral y que afecta claramente al funcionamiento econó- 
mico de toda la Administración pública, dada la ampli- 
tud del muestre0 llevado a cabo y la generalización de es- 
tas operaciones en todos los sectores de los distintos De- 
partamentos ministeriales. Bien es verdad que encaja per- 
fectamente en el artículo 14.1 de la Ley Orgánica del Tri- 
bunal de Cuentas, aunque en este caso también es de apli- 
cación el ya citado con anterioridad artículo 11.2, por las 
grandes y graves responsabilidades que en él se contienen 
o, mejor dicho, que de él se derivan. Sin embargo, querría 
que el señor Consejero me precisara algunos términos del 
informe que considero de gran interés. Concretamente, en 
el apartado 1.2.2 del informe, página 7, se habla de con- 
tabilidad e intervención de los fondos mantenidos en en- 
tidades de crédito privadas, después de analizar y con- 
cluir acerca del sometimiento pleno de estas operaciones 
de Tesoro público al contenido competencia1 de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria y del sometimiento al bloque de la 
legalidad presupuestaria para este tipo de operaciones, 
concretamente el sometimierito a la intervención previa 
y,  en su caso, la obligación de rendir cuentas en orden al 
régimen de contabilidad pública. 

Es cierto que en el informe se contienen algunas impre- 
cisiones que yo sugiero que el señor Consejero me aclare. 
Porque después de analizar este sometimiento al bloque 
de la legalidad dice en la página 8 que, no obstante, la in- 
terpretación amplia de dichos preceptos, por la imperfec- 
ción de la contabilidad administrativa, genera una situa- 
ción que se califica en el informe como de desafectación 
contable o de contabilidad o control paralelo. 

Yo me pregunto si la normativa que actualmente regu- 
la estas operaciones, concretamente las cuentas a justifi- 
car, es suficiente, es la adecuada. Creo que está contenida 

en la resolución de la Subsecretaría de Economía Finan- 
ciera del año 74, es decir, si hay un marco normativo, no 
entiendo cómo se puede hablar de desafectación contable 
o de control paralelo, toda vez que esas operaciones, como 
se vio en el primer apartado del informe, están inmersas 
de lleno en el amplio contenido de las normas de la Ley 
General Presupuestaria. En estas observaciones del infor- 
me se dice, por ejemplo, que esto constituye una práctica 
asentada y aceptable en la desafectación. Es decir, se da 
a entender que hay un vacío normativo, en el sentido de 
que constituye una modalidad distint'a o «sui generis» de 
contqbilización, de control por parte de la Intervención y 
de rendición de las cuentas. 
Yo creo que convendría precisar si el actual complejo 

normativo de la resolución del 74 es el adecuado, en cuyo 
caso no se produciría desafectación contable. En caso con- 
trario, la Administración pública debería dictar por vía 
reglamentaria las normas adecuadas para que el movi- 
miento de las cuentas a justificar permitiera conocer con 
absoluta perfección su empleo y su control por parte de 
la Tesorería General del Estado, y su intervención por 
parte de la Intervención General del Estado. 

En otro orden de cosas, conviene hacer también ciertas 
precisiones sobre la gravedad.que adquiere la disposición 
en entidades privadas,.vulnerando todas las disposiciones 
de la Ley General Presupuestaria, y,  sobre todo, hacer no- 
tar el escaso rendimiento producido. Se cita, por ejemplo, 
un interés medio del 2,s por ciento, cuando ya había nor- 
mas anteriores de la Intervención General del Estado que 
precisaban el tope del 8 por ciento. Luego hay, además, 
cuentas inmovilizadas, lo que determina movimientos 
especulativos. 

No podemos dejar de pedirle también al señor Conse- 
jero ciertas precisiones en torno a la Caja B. La Caja B es 
una manera convencional, pienso yo, de indicar la exis- 
tencia de cierta modalidad de apropiación indebida de 
fondos públicos por parte de las personas titulares de esa 
caja, toda vez que carece de todos los requisitos formales 
y vulnera directamente el gran principio de la unidad de 
caja contenido en el artículo 108 de la Ley General 
Presupuestaria. 

Cuando se habla en la página 12 de que en esta Caja B 
se producen operaciones económicas presupuestarias, ello 
me crea bastantes dudas, toda vez que realmennte los sal- 
dos de estas cajas no son objeto de rendición de cuentas, 
no entran dentro de la Contabilidad pública, y, por lo tan- 
to, constituyen una clara vulneración de iodo el procedi- 
miento sobre la situación de fondos públicos, cuya grave- 
dad alcanza al supuesto de que incluso los funcionarios 
dedican parte de estos recursos a disponer de mejoras re- 
tributivas, lo cual nos da una desgraciada visión de una 
administración medieval totalmente incapaz de garanti- 
zar I t x  mínimos principios de seguridad jurídica y de 
eficacia. 

Tras todas esas consideraciones, confío en que a partir 
del informe se pueda conseguir, sobre todo para el meca- 
nismo de los pagos a justificar, un contenido real del ar- 
tículo 14.1; que se establezcan las medidas adecuadas 
para que los pagos a justificar respondan a los principios 



- 1287 - 
COMISIONES 4 DE NOVIEMBRE DE 1986. -Nú~.  29 

, <  

generales de la contabilida'd pública y, sobre todo, que se 
determinen las responsabilidades a que hubiera lugar 
como consecuencia de estas oprraciones. 

El señor PRESIDENTE: Antes de dar la palabra al se- 
ñor Padrón, quiero decirles que durante el tránsito tem- 
poral me he iluminado sobre el tema antes debatido de 
las elecciones gallegas. Esta cuestión, la relativa a la com- 
petencia de la Comisión, queda nítidamente resuelta en 
el artículo 134.3 de la Ley Orgánica del Régimen Electo- 
ral General, donde se establece la remisión a esta Comi- 
sión de los gastos correspondientes a las campañas elec- 
torales, a todas ellas. Es un precepto incluido en las dis- 
posiciones de carácter general de la Ley Orgánica del Ré- 
gimen Electoral General, y no en las específicas de uno u 
otro tipo de elección. Por tanto, lo antes dicho como opi- 
nión queda refrendado como posidón. 

Le doy la palabra al señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas sobre este particular. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Tengo que decir a S. S., con inde- 
pendencia de que pueda aclarárselo por anticipado, que 
formalmente le comunicaremos los resultados en relación 
con la cuestión que ha suscitado, puesto que, de acuerdo 
con esto, se lo vamos a. transmitir oficialmente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Bujidos. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Bujidos Caray): Prefiero contestar ahora, porque, a l o  
mejor, alguna de las preguntas que luego surjan quedan 
ya respondidas. 

Estoy de acuerdo con el señor Zárate en muchas de sus 
afirmaciones, y voy a intentar aclarar la postura del Tri- 
bunal en esta cuestión, que yo me atrevo a calificar de im- 
portante y, desde luego, muy delicada. 

El señor Fiscal, cuando se difundió este informe, tam- 
bién participaba de la idea -y se hace constar expresa- 
mente en el informe- de que era necesario modificar la 
legislación, ya que estábamos llegando a esta situación 
como consecuencia de una legislación no actualizada y ca- 
duca para las necesidades del Estado. 

En este punto me permito afirmar que no es ése el pro- 
blema. La legislación es clara y contundente. La legisla- 
ción habla de la existencia de pagos en firme, pagos a jus- 
tificar, cuentas abiertas en el Banco de Espaiia y cuentas 
abiertas en entidades de crédito privadas, siempre que es- 
tén debidamente autorizadas por el Ministerio de Hecien- 
da. ¿Qué es lo que ocurre? Lo que ocurre es que no se hace 
así. Lo que ocurre es que no se cumplen los plazos; no se 
justifican los plazos que señala la Ley General Presupues- 
taria, ni siquiera los plazos de ampliación que la propia 
Ley ha actualizado. Lo que ocurre en realidad es que es- 
tos fondos, que tienen un sitio donde estar, pasan a las en- 
tidades de crédito privadas. 

En la última parte del informe se dice que hemos lle- 
gado a esta situación, porque, partiendo de unas desvia- 

ciones iniciales, los organismos autónomos han adquiri- 
do estos hábitos ilícitos que se encuentran ya enquistados 
en esos organismos. Lo que el Tribunal ha entendido, y 
así se reconocía en el informe, es que no es necesario mo- 
dificar la legislación por lo que se refiere a pagos a justi- 
ficar. Lo que es necesario es que el Gobierno, si el Parla- 
mento lo estima oportuno en esta moción, obligue a los 
organismos, a los habilitados a que se cumpla estricta- 
mente la normativa vigente. 

Se pregunta el señor parlamentario cbmo es posible esa 
desafectación contable. Naturalmente, porque nosotros 
estamos poniendo de manifiesto que cuando se rinden las 
cuentas a fin de año no figuran, no afloran los fondos que 
están en firme y a justificar. ¿Por qué no afloran? Porque 
se han distraído, se han llevado a otras cuentas. 

Se pide que se agilice el procedimiento contable, no que 
se modifique, para que los pagos que están a justificar 
sean correctamente reflejados en cuentas. 

Sobre este punto me parece sustancial dejar clara esta 
idea, porque lo que el Tribunal propone no es una modi- 
ficación en este área de la legislación, sino que se cumpla 
estrictamente, porque esa legislación, en nuestra opinión, 
es bastante clara. 

Se pregunta también el señor Parlamentario sobre el es- 
caso rendimiento que se produce en las cuentas bancarias 
y sobre la existencia de movilizaciones en determinadas 
cuentas. Yo creo que ésta es la parte sustancial y,  si me 
lo permiten ustedes, el gran problema que se desprende 
de esta denuncia. 

En cuanto se abren cuentas en las entidades de crédito 
privadas; en cuanto la apertura de esta cuenta no está re- 
glada; en cuanto esa apertura se hace de forma discrecio- 
nal; cuando no hay una documentación de los tipos de in- 
terés que hay que pagar,.automáticamente todo se con- 
vierte en arbitrario, y creo que es evidente que el llegar 
a conocer cuál es su rendimiento se escapa completamen- 
te de la actuación del Tribunal por la escasa transpare- 
cencia que tiene el tema. 
Yo preguntaría: ¿por qué estos escasos rendimientos? 

Ahí está justamente el problema sustancial de la moción. 
Si verdaderamente la Ley General Presupuestaria estable- 
ce la necesidad de que se abran cuentas en entidades de 
crédito privadas, lo que el Tribunal propone es que, cuan- 
do el Ministerio de Hacienda autorice esa apertura, se 
haga incluso en una libre concurrencia para que se sepa 
cbál es la banca -si es que el Estado necesita abrir esas 
cuentas en entidades de crédito privadas- que da mejo- 
res condiciones y que esas condiciones queden perfecta- 
mente documentadas, para que luego no existan los con- 
siguientes riesgos de fraude, de corrupción que nosotros 
presumimos pero que no podemos demostrar. 

Quisiera, en esta presentación de la moción, establecer 
la clara diferenciación que hay entre los pagos en firme y 
a justificar y los rendimientos de las entidades bancarias, 
con el problema de la Caja B, que son sustancialmente te- 
mas distintos. La Caja B, nosotros deducimos que existe 
en el momento en que se hacen las fiscalizaciones uin 
situ», porque, a efectos de procedimiento, lo que ha he- 
cho el Tribunal ha sido, lisa y llanamente, para ver en qué 
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línea están los pagos en firme y a justificar, dirigirse a los 
organismos autónomos. Y esta primera parte del informe 
es el resultado de sus contestaciones. 

Con esto les quiero decir que si nosotros denunciamos 
la existencia de estas irregularidades por mero hecho de 
haccr un estudio con las contcstaciones de los organismos 
autónomos, sobra cualquier otra aclaración al respecto si 
la fiscalización hubiera sidu niás profunda. 

En cuanto al tema de la Czija B, le quiero contestar al 
señor parlamentario que, de hecho, se está dando que se 
sustraen a la contabilidad y al control interventor opera- 
ciones prcsupucstarias, porque ocurre -y éste es  un Iie- 
cho duro y grave- que obligaciones legales son satisfe- 
chas con la Caja B. ;Por que7 Porque hay organismos cu- 
yos ingresos legales proccdcn de los ingresos corrcspon- 
dientes que también son Caja B, y automáticaniente no- 
sotros nos encontramos con que, ,junto a las opcraciones 
extrapresupiiestarias, que son niuy corrientes, las presu- 
puestarias también apareccn.cn la Caja B. ;Qué se consi- 
gue con esto? S e  consigue --y está en el ánimo de todos 
ustedes-- eludir obligaciones fiscalcs, eludir Seguridad 
Social, y se está originando que lleguemos a actos nulos, 
de conformidad con el artículo 60 de la Ley General Pre- 
supuestaria, porque han sido realizados con total y abso- 
luta falta de forma y sin ausencia de cr6tlito. 

Las cajas €3 constituyen para nosotros una profunda 
preocupación, porque realniente cri todos los organismos 
autónomos que nosotros hemos fiscalizado, en las audito- 
rías y en los controles internos que hemos recibido de la 
intervención General, esta práctica está muy generaliza- 
da.  Conociendo nuestros funcionarios los problemas que 
de esto se derivan, les contaría una anécdota que creo que 
es muy significativa. 

Es fácil ya para determinados ordenadores de gastos, 
cuando los interventores lormulan reparos, contestar: N o  
hay problema. Si se va a reparar el pago por. la vía de la 
íqtervención General, hagamos el pago con cargo a las Ca- 
jas B. Ellos no la dcnomina rh  exactamente Caja B, sino 
con cargo a los fondos que son extrapresupuestarios. 

c reo  que es muy importante -en mi opinión y en la 
del Tribunal, y por eso formula l a  moción- que seamos 
conscientes de  la necesidad de que se tomen medidas a 
este respecto, porque no cabe duda de que con estas ac- 
tuaciones hay au th t i cas  responsabilidades contables y 
scría muy conveniente establecer una medida que fuera 
lo suficientemente drástica para que evitara csta prácti- 
ca,  que se generaliza y que puede dar origen a serios pro- 
blemas cuando el Tribunal empiece a exigir las rcsponsa- 
bilidades contables. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, noso- 
tros hemos leido con atención en el documento iní'orrna- 
t ivo el número de organismos que están implicados en es- 
tas actuaciones, que responden al 50 por ciento -creo en- 
tender- de estas prácticas irregulares. 

Como bien ha dicho el Consejero, parece quc esto es 

una norma que viene siendo habitual, por razones quizá 
de una malentendida eficacia. La obligación de abrir la 
cuenta cn el Banco de España se ha  sustituido, sin permi- 
so de la Administración de Hacienda, por abrirla cn en- 
tidades privadas. Todo el mundo sabe que las opcracio- 
nes, tanto de recaudación de fondos como de pagos, a tra- 
vés del Banco de España, quizá por no tener el número 
de sucursales que tiene la banca privada, suelen ser más 
&$es y rápidas a través de estas entidades privadas. 

En lo que sí estamos de acuerdo es en que efectivamen- 
te hay una serie de organismos que han venido actuando 
como consecuencia de hábitos establecidos en la Admi- 
nistración y que a esta situación hay que poner remedio, 
bien mediante la modificación legislativa correspondicn- 
te -cosa que no es competencia ahora mismo de esta Co- 
misión o, por lo menos, del Grupo que les habla-, que ha- 
brá quc estudiar con cuidado, o bien viendo las posibili- 
dades que en la propia moción se ofrecen para resolver 
csta cuestibn. 

Nuestro Grupo, por tanto, va a estudiar detenidamente 
toda la normativa que regula estas actpaciones, tanto los 
artículos de la Ley presupuestaria como, a su vez, los in- 
formes de un muestreo de organismos autónomos que va 
a requerir, para ver la forma de establecer en la Comi- 
sión, el día que se presenten las propuestas de resolución, 
y pasar a la Administración una propuesta dc resolución 
que, sin vulnerar la legalidad vigente, permita un funcio- 
namiynto ágil y rápido de las cuentas de tesorería de los 
organismos autónomos. 

En este momento agradecemos el interCs que se ha to- 
mado el Tribunal de Cuentas en ofrecernos esta informa- 
ción. Tornamos nota de las cuestiones aquí planteadas por 
otros Grupos, y estaremos al  tanto para, en su momento, 
presentar la propuesta de resolución en base al informe 
del Tribunal de Cuentas y en base a la experiencia y a la 
información que nosotros requiramos de la Adminis- 
tración . 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas, porque quería hacer una 
puntualización. 

EI  señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): La puntualización que quiero ha- 
cer es la siguiente: La relación anexa en la que figuran 
los organismos, éstos son los organismos que han sido ob- 
jeto de verificación, objeto de examen; no quiere decir que 
en todos los aquí citados sc hayan registrado irregulari- 
dades. Habrá algunos que hayan acusado irregularidades 
múltiples y otros que no hayan acusado ninguna. 

Quería hacer esta aclaración para que no se interprete 
que todos los organismos aquí citados han acusado irre- 
gularidades. Creo que estoy en lo cierto, {no,  señor Con- 
sejero? (Asentimiento.) Que no haya una mala interprcta- 
ción de que los citados aquí son los organismos que han 
acusado irregularidades; son aquellos sobre los que se ha 
hecho el estudio. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el scñor 
Rebollo. 
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El seAor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Yo  quisiera, 
en nombre de mi Grupo, expresar la gran satisfacción que 
nos produce el que haya llegado este informe a la Mesa 
de la Comisión, y ofrecer también nuestra colaboración 
para cualquier iniciativa que suponga un perfecciona- 
miento del sistema, cualquiera que fuera el Grupo que lo 
presentara. Muchas gracias. 

El Beñor PRESIDENTE: Hemos llegado al punto final 
de la fase de audiencia al Presidente y Consejeros del Tri- 
bunal, en relación con los temas incluidos en el orden del 
día. 

Recuerdo que para presentar propuestas de resolución 
sobre este particular que hemos analizado hasta el mo- 
mento, si se confirma - q u e ,  en principio, hay que supo- 
ner que sí- la fecha del día 10, ya citada, para que se reú- 
na la Comisión, el plazo finaliza el viernes día 5, a la hora 
convencional de las 7 o las 8 de la tarde -es convencio- 
nal y, por tanto, insegura, como acabo de señalar-, que 
es la que la casa tiene como norma de funcionamiento 
para presentarlas en el Registro. Lo digo, porque algunos 
portavoces no han asistido a la reunión, convocada pre- 
viamente con tiempo suficiente, de la Junta de Portavo- 
ces, para que sepan que hasta ese momento se pueden pre- 
sentar propuestas de resolución sobre los temas respecto 
a los que nos han informado el Presidente y los señores 
Consejeros del Tribunal de Cuentas, a los que doy las gra- 
cias - c r e o  que unánimemente- en nombre de la Comi- 
sión por las aportaciones que nos han hecho. 

Tiene la palabra el señor Ramallo. 

El señor RAMALLO CARCIA: Yo quisiera, si el señor 
Presidente me lo permite, y dado que empecé mi inter- 
vención después de saludar al señor Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas y a los señores miembros, puesto que ¡ni- 
ciarnos una nueva legislatura, en21 mismo ánimo a que 
se refería el portavoz de CDS, aparte de mostrar nuestro 
espíritu de colaboración con este órgano que depende di- 
rectamente de las Cortes Generales, que es el Tribunal de 
Cuentas, quisiera -digc+ que el señor Presidente nos ex- 
pusiera muy brevemente cuál es la materia que se está 
elaborando. Nosotros habíamos pedido un calendario, ca- 
lendario que se solicitó en reuniones del año pasado en la 
Comisión y sobre el que'luego se aprobó una propuesta so- 
cialista para este año, que no ha llegado, porque las Cá- 
maras se disolvieron. 

En los últimos días nos llega un tema que yo estoy tra- 
tando, en la versión que hemos leído en la prensa, y el 
otro día el señor Secretario del Tribunal de Cuentas, cuan- 
do compareció en la Comisión de Presupuestos, nos decía 
que así era, que había habido un auto resolviendo la no 
admisibilidad de una petición de ejercicio de acción po- 
pular, en base a que sobre ese mismo tema habían pedi- 
do las Cortes Generales, a través de esta Comisión, una fis- 
calización. Me refiero a que se'había pedido la apertura, 
a tenor del artículo 47.3, del juicio de cu.entas en la repri- 
vatización de RUMASA. 

Para ilustración de esta Comisión y la mfa propia, por- 
que por mucho que he buscado no encuentro en qué pre- 

tepto legal se ampara el hecho de que siempre que se esté 
tramitando una fiscalización se deje pendiente cualquier 
petición, quisiera saber si es un trámite que se puede eva- 
cuar ahora y, por otro lado, hasta qué tiempo alcanza la 
fiscalización que ustedes están haciendo sobre RUMASA. 
Es decir, si abarca también lo que es su reprivatización o 
sólo hasta el día de la venta de las empresas y en qué fe- 
cha prevé el Tribunal que esto se habrá terminado. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ramallo, sobre el par- 
ticular plural que S. S. plantea, una cuestión previa y de 
carácter general que proyecta consecuencias de tal natu- 
raleza. El tema que S. S. suscita no está en el orden del 
día. 

Con independencia de lo anterior, quiero señalarle que, 
en acuerdo de lo que aprobamos en la reunión primera 
que en esta legislatura celebramos Mesa y Junta de Por- 
tavoces de la Comisión, nos dirigimos al Tribunal solici- 
tando la elaboración o el envío de un calendario que su- 
pongo llegará y en su momento analizaremos. Quiérese 
decir que el tema del calendario y el plan de trabajo no 
está específicamente en el orden del día, porque supone- 
mos que al Tribunal le llevará un proceso de elaboración, 
de fijación y selección de objetivos, etcétera. 

En relación con el tema que S. S. plantea de RUMASA, 
no está en el orden del día, me reitero en lo dicho y, por 
tanto, entiendo que no procede la pregunta sobre el mis- 
mo, y en cuanto a la consulta jurídica que S. S. ha hecho 
sobre el precepto legal que impedía una actuación en tan- 
to existiera otra, le recuerdo que el Reglamento no admi- 
te las preguntas de naturaleza jurídica. Esta es una de las 
causas de exclusión de las mismas. No obstante, si S. S. 
quiere decir algo, dígalo, pero quede claro que no vamos 
a entrar en el tema de fondo. 

El señor RAMALLO CARCIA: Era por si el señor Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas quisiera, aunque no sea 
reglamentario, aclararlo, porque creo que sería bueno. 

En otro orden de cosas, es bueno también que sepamos 
qué legislación es la que se aplica, porque yo no la en- 
cuentro. Estimo que tiene razón el señor Presidente, pero, 
por otro lado, cuando se pidió la comparecencia -yo la 
pedí en la reunión de la Junta de Portavoces y la Mesa-, 
se acordó que quizá no fuera bueno pedirla, porque iban 
a hablarnos del calendario, y como veo que no se nos ha- 
bla de nada, intervengo. No era sólo esto de que se nos 
mandaría un calendario, era lo otro, señor Presidente. Por 
otro lado, acato lo que diga el señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muy amable por parte de S. S. 
El Presidente no pretende que se le acate en el sentido 
convencional de la palabra, sino que se compartan aque- 
llas actuaciones suyas que puedan eventualmente estar 
basadas en el Reglamento. 

De todas formas, el Presidente del Tribunal parece que 
quiere decir algo, pero -repite+ sin entrar en el tema de 
fondo, ni en el del calendario ni en el de la consulta jurí- 
dica, ya que queda claro que el Reglamento no admite 
preguntas jurídicas, porque éstas, se entiende, son pro- 
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pias de los soportes del parlamentario o de los Grupos y 
sus gabinetes. 

Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Yo puedo aclarar, un poco a títu- 
lo particular, pero lógicamente con conocimiento sobre el 
asunto, por ser Presidente del Tribunal, que se ha dicta- 
do un auto declarando la no admisibilidad de la acción 
pública ejercida al amparo del artículo 47.3 en este mo- 
mento procesal, porque estaba en curso una fiscalización 
y, a resultas de la fiscalización, será el momento proce- 
dente de admisión dcl recurso planteado. De modo que se 
ha dictado ese auto. Ese auto está recurrido, por consi- 
guiente, es una cuestión de Derecho que está dentro de la 
vía jurisdiccional. Se pronunciará evidentemente la Sala, 
y contra el pronunciamiento de la Sala, en su caso, existe 
el recurso de casación ante el Tribunal Supremo y de re- 
visión. Eso ya escapa al control que realizamos como ór- 
gano de fiscalización. Ya cs, en definitiva, la vía jurisdic- 
cional, que es completamente distinta. 

En cuanto a la fiscalización, yo lo que puedo decir es 
que está en curso, pero me &servo hablar con el resto de 
los miembros del Tribunal para intentar concretar. Ten- 
go entendido, no obstante, que aquí debe de haber ya un 
calendario referente al actual ejercicio. 

El señor PRESIDENTE: ¿Por parte del Tribunal? 

El senor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pida): iAh, no! No se llegó a presentar. 
Lo discutimos, pero no se mandó aquí. Es interno. Se 
mandará en su momento. 

El señor PRESIDENTE: Y entonces daremos traslado 
del mismo a los distintos Grupos a través de los portavo- 
ces del Congreso y del Senado. 

Muchas gracias, señor Presidente y señores Consejeros. 
Suspendemos la sesión un minuto. (Pausa.) 

PROPUESTAS DE RESOLUCION: 

- PATRONATO NACIONAL DE MUSEOS 

El señor PRESIDENTE: Continuamos la sesión. 
En primer lugar, vamos a pasar al debate y votación 

de las propuestas de resolución relativas al Patronato Na- 
cional de Museos. En relación con este tema, como 
SS. SS. conocen, y,  en todo caso, se lo recuerdo, existen 
dos propuestas de resolución, una del Grupo Popular, de 
fecha 22 de octubre de 1986, que doy por conocida, salvo 
que algún miembro de la Comisión no estuviera en su co- 
nocimiento, en cuyo caso procederíamos a la lectiira, y 
otra del Grupo Socialista en la que, también en tiempo 
hábil, ratifica la en su día presentada, de tal suerte que 
son dos las mociones que hay, la del Grupo Popular y la 
del Grupo Socialista. Lógicamente, la intervención a fa- 

vor lleva una intervención en contra. Podemos acudir al 
mecanismo de duplicar -dada la hora, no parece opor- 
tuno, SS. SS. decidirán- o al mecanismo de que aquel . 
que defienda la suya expresa de paso su posición, contra- 
ria, de serlo, frente a la otra que existe. 

Así pues, en primer lugar, el Grupo Popular tiene la pa- 
labra para defender su moción y expresarse en relación 
con la del Grupo Socialista. 

Tiene la palabra el señor Ramallo. 

El señor RAMALLO CARCIA: Muy brevemente, voy a 
fijar la posición dc nuestro Grupo, al propio tiempo que 
defiendo la moc ih  del mismo, sobre el Patronato Nacio- 
nal de Museos, con el informe del Tribunal de Cuentas re- 
mitido a esta Comisión. 

Tenemos que decir que prácticamente coincide con la 
moción del Grupo Parlamentario Socialista. Unicamente, 
en los dos puntos de nuestro escrito lo que se dice es que 
el Gobierno tome las medidas necesarias de forma que se 
eliminen las graves deficiencias existentes en dos museos 
nacionales, puestas de manifiesto en el informe del Tri- 
bunal de Cuentas, y que se pongan en práctica las reco- 
mendaciones que se deducen de dicho informe. 

Esta resolución que acabo de leer es prácticamente 
igual a la segunda de las que hace el Grupo Socialista, en 
el sentido de que se subsanen las irregularidades admi- 
nistrativas y contables puestas de manifiesto en el in- 
forme. 

En cuanto a la segunda resolución que presentamos se 
refiere a que se ponga en práctica por el Gobierno un plan 
de actuaciones en los distintos Museos del país, de forma 
que se garantice la conservación de nuestro patrimonio 
artístico y cultural. 

Con esto doy por defendida nuestra moción. Estimo que 
nuestro voto, aparte de ser favorable a ésta, lo es también 
a lo que propone el Grupo Parlamentario Socialista, por- 
que una moción no excluye a la otra y creo que son 
complementarias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Quién va a intervenir por par- 
te del Grupo Socialista? (Pausa.) Tiene la palabra el se- 
ñor García Ronda para la defensa de su propuesta de re- 
solución y fijación de posición. 

El señor GARCIA RONDA: Señorías, por nuestra parte 
vamos a defender la propuesta de resolución que hemos 
presentado, ya que nos parece mucho más concreta que 
la que presenta el Grupo Popular. 

Estoy de acuerdo con el señor Ramallo en que no son 
contradictorias, pero nos parece que la del Grupo Popu- 
lar es excesivamente imprecisa, y en algunos casos hasta 
obvia. Nos parece.que ellos, en este aspecto, también de- 
bían estar de acuerdo con nuestra propuesta de resolu- 
ción, porque alude incluso a actuaciones, o posibles ac- 
tuaciones, sobre la fiscalra del Tribunal, que habla de la 
posible subsanación de irregularidades administrativas y 
hasta de los inventarios. Debería ser aceptada, digo, por 
parte del Grupo Popular con toda tranquilidad y sabien- 
do que de alguna manera está en la línea de lo que ellos 
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dicen, pero que nos parece mejor, incluso técnicamente. 
Y con esto doy asimismo por defendida nuestra pro- 

puesta de resolucih, anunciando que votaremos a favor 
de ella y no así -y lo sient- la del Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ramallo, tiene la pa- 
labra, 

El señor RAMALLO CARCIA: Brevemente. Creo que o 
yo me he explicado mal o el Diputado señor García Ron- 
da no me ha entendido. Vamos a votar a favor de su pro- 
puesta, pero como la nuestra no añade nada nuevo, sino 
que dice que el Gobierno se ocupe de los Museos, simple- 
mente, y de corregirlo, no creo que sea malo pedir, señor 
Diputado, que su Grupo vote a favor de ello. 

El señor PRESIDENTE: Señor García Ronda, tiene la 
palabra. 

El señor GARCIA RONDA: También muy brevemente. 
No he dicho en ningúh momento que haya entendido que 
el Grupo Popular iba a votar en contra de nuestra pro- 
puesta. Lo que sí he dicho es que nosotros no vamos a vo- 
tar en favor de la suya, porque nos parece innecesaria. (El 
señor Pozueta pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Pozueta, si quiere defi- 
nir la posición de su Grupo está en su derecho. Tiene la 
palabra. 

El señor POZUETA MATE: Nuestro Grupo votará fa- 
vorablemente las dos -propuestas, aunque personalmente 
este Diputado tiene la duda, si se aprueba la del Grupo 
Socialista, si no se cierra la cuestión. ¿Queda abierto? Por- 
que aquí, de alguna forma, se recaba información. Es la 
duda que en este momento se nos presenta, insisto, a ti- 
tulo particular, y quisiera que por parte del portavoz so- 
cialista se me aclarara la situación. 

El señor PRESIDENTE: Se lo aclaro yo mismo. 
El hecho de que se solicite del Tribunal de.Cuentas la 

comprobación de si se han subsanado las irregularidades 
administrativas no deja el tema abierto. Este es un infor- 
me del Ministerio de Cultura que únicamente se refiere 
al estado de la elaboración de los inventarios correspon- 
dientes, etcétera, pero que cierra 1a.cuestión perfectamen- 
te, y cuando lleguen los informes que se solicitan ya lo de- 
batiremos incluyéndose en el orden del día. No hay 
problema. 

CAlguna otra opinión? (Pausa.) Entonces, pasamos a la 
votación. En primer lugar, la propuesta del Grupo Popu- 
lar. Señor Ramallo, tiene la palabra. 

El señor RAMALLO CARCIA: Desearía que se votaran 
los puntos primero y segundo por separado. 

El seíior PRESIDENTE: Como S .  S. prefiera. Punto pri- 
mero de la propuesta del Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente reciultado: Vo- 
tos a favor, diez: en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el primer 

Pasamos a sometef a votación el segundo punto de la 
punto. 

propuesta del Grupo Popular. 

Efectuada la votación; dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el segundo 

Pasamos, a continuación, a la votación de la propuesta 
punto. 

del Grupo Socialista, que haremos en globo. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por unanimi- 
dad la propuesta del Grupo Socialista sobre el tema del 
Patronato Nacional de Museos. 

- CUENTA GENERAL DEL ESTADO 1981 

El señor PRESIDENTE: Pasamos, seguidamente, a la 
cuestión de la Cuenta General del Estado para 1981. 

Sobre este particular, también hay dos posiciones defi- 
nidas, vía pmpuesta o resolución. Una por el Grupo PO- 
pular y otra por el Grupo Socialista. 

Tiene la palabra el'Grupo Popular para defender las 
tres sugerencias que contiene su propuesta de resolución. 

Señora Rudi, tiene la palabra. 

La señora RUDI UBEDA: Nuestra propuesta de resolu- 
ción en sus dos primeros apartados recoge el dictamen 
emitido por la Ponencia, que estudió la Cuenta General 
del Estado para 1981, y ,  además, añade un tercero, que 
viene como cbnsecuencia del apartado segundo del dicta- 
men, que dice que procede aplazar la aprobación de las 
cuentas de la Seguridad Social de 1981 por estar sujetas 
las mismas a análisis, conciliación y depuración de la Co- 
misi6n creada a tal efecto, según resolución de la Secre- 
taría General de la Seguridad Social, de 4 de diciembre 
de 1984, que habrá que rendir informe al Tribunal de 
Cuentas. 

Nosotros, en el apartado tercero de nuestra propuesta 
de resolución, pedimos que esta Comisión, que ya lleva 
creada casi dos años, rinda sus informes al Tribunal de 
Cuentas de la forma más rápida posible. Entendemos que 
va siendo un problema general el que se retrase la apro- 
bación de la Cuenta General del Estado correspondiente 
a cada ejercicio. Estamos en noviembre de 1986. Casi cin- 
co años han transcurrido desde que finaliz6 el ejercicio 
de 1981 e, indudablemente, es muy difícil que se puedan 
sacar consecuencias políticas y técnicas si se van revisan- 
do las Cuentas Generales del Estado a este ritmo. Por ello, 
y en aras de esa mayor celeridad, pretendemos en nues-. 
tra propuesta de resolución que, ya que todavía queda 
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pendiente la Cuenta de la Seguridad Social de 1981, se 
agilicen sus trámites lo más posible. 

Y siguiendo un poco el hilo de la argumentación que 
planteaba mi compañero y portavoz del Grupo, el Dipu- 
tado señor Ramallo, quiero decir que la propuesta del 
Grupo Socialista entendemos que es ,  asimismo, comple- 
mentaria, al ser quizás más concreta en algunos aspectos 
que la nuestra. Nuestro planteamiento inicial era el mis- 
mo. Por supuesto, apoyamos nuestra moción y apoyaría- 
mos también la propuesta de resolución del Grupo Socia- 
lista. Ahora bien, la verdad es que, vista la intervención 
del Diputado socialista, tenemos dudas sobre si van a se- 
guir el mismo criterio de admitir sólo la suya porque en- 
tienden que es más completa o, por una vez, y quizás de 
forma excepcional, van a reconocer que el que sea buena 
la propuesta socialista no quiere decir que la del Grupo 
Popular sea mala, sino que se pueden aprobar las dos por- 
que se complemcntan. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a aclarar la duda para 
ver si todos somos buenos o no. 

La señora RUDI UBEDA: Perdón, señor Presidente. No 
me refería a si éramos buenos o malos los Diputados. Me 
refería a las propuestas de resolución, la del Grupo Popu- 
lar y la del Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: Su señoría me ha entendido 
perfectamente. N o  obstante, agradezco su reconvención. 

Tiene la palabra el señor Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: En esta sesión se va a 
aprobar un informe de una Ponencia compuesta por re- 
presentantes de todos los Grupos entonces presentes en la 
Cámara que, en su momento, en la anterior legislatura, 
fue elaborado. Ahora se va a ratificar. Se abrió nuevo pla- 
zo, según acordaron la Mesa y los portavoces, para las 
propuestas de resolución. 

Lo que y o  entiendo es que en la propue'sta de resolu- 
ción del Grupo Popular se transcribe íntegramente lo que 
es el informe de la Ponencia. Los puntos primero y segun- 
do dicen lo mismo que el citado informe. En cuanto al 
punto tercero, estamos dispuestos a aceptarlo, puesto que 
es requerir que la Comisión reclame al Tribunal el envío, 
lo más pronto posible, de la Cuenta de la Seguridad So- 
cial de 1981. 

Por tanto, la posición del Grupo Socialista es ratificar 
el informe de la Ponencia, que no sé si hay que votar, pero 
me parece que se da por votado. Así  pues, por no insistir 
en una propuesta de  resolución que es literalmente igual 
al informe de la Ponencia, no la vamos a votar. 

Sobre el punto tercero, como es un apartado diferente, 
votaremos a favor. Y anuncio que también votaremos fa- 
vorablemente nuestra propuesta presentada y referida dc 
manera exclusiva 'a la Cuenta de la Seguridad Social de 
1981. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna toma de posición de 
los restantes Grupos, en relación con estos temas? (Pau- 

sa.) La Presidencia, al calificar las propuestas de resolu- 
ción que le llegaron en plazo, entendió que, no obstante 
comprobarse la igualdad entre los puntos primero y se- 
gundo de la propuesta de Coalición Popular con el conte- 
nido del dictamen emitido en su día, no era' quién para 
prohibir repetir lo ya dicho. A pesar de lo anterior, y de- 
jado claro esto para que no se piense que es una negligen- 
cia por falta de la pertinente lectura, que no es el caso, 
seguimos la Comisión, sometiendo a votación las propues- 
tas del Grupo Popular. Entiendo de la exposición del se- 
ñor Padrón que querría, cuando menos, que se votaran 
conjuntamente los puntos primero y segundo de la pro- 
puesta del Grupo Popular. Porque si ha manifestado una 
opinión que es  común, podemos, en votación también, co- 
mún resolver la posición. 

El señor PADRON DELGADO: N o  sé si el Grupo Popu- 
lar lo va a mantener, pero es repetir. No tiene sentido que 
haya un dictamen de Comisión que tiene dos puntos, y 
luego una propuesta de resolución que dice lo mismo que 
el dictamen. insisto en que es repetir lo mismo que ya 
está dicho. No es que queramos votar en contra, porque 
estamos de acuerdo con lo que dice el informe de la Po- 
nencia, y que ahora será dictamen de Comisión. 

En cuanto al punto tercero, lo votaremos favorablemen- 
te. Pero como hace mención a un apartado anterior, ha- 
brá que corregir el estilo para que se haga referencia al 
punto que quiere el Grupo Popular, que es remisión de la 
Cuenta de la Seguridad Social lo más pronto posible. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular tiene la 
palabra la señora Rudi. 

La señora RUDI UBEDA: Unicamente matizarle al por- 
tavoz del Grupo Socialista que, efectivamente, la prime- 
ra parte de su argumentación ya la había expuesto yo, y 
decirle que quizá la salida a este problema que plantea 
sea el hacer una votación separada. Es decir, que se vote 
por separado el primero y segundo punto de nuestra pro- 
puesta de resolución, que, indudablemente, coincide con 
el informe de la Ponencia, con lo cual los señores socia- 
listas podrán abstenerse y salvar su problema de concien- 
cia, y votar después el punto tercero. 

El señor PRESIDENTE: Muy bien, pues resolvamos los 
problemas de conciencia por el mktodo convencional de 
la votación. Se someten a votación la primera y segunda 
propuesta del Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a Favor, nueve; en contra, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
En relación con el punto tercero, someto al Grupo Po- 

pular una posible redacción, habida cuenta de la, por así 
decirlo, caída de las dos anteriores, para que, en esa ex- 
presión a la que se hace alusión, el párrafo quede autó- 
nomamente con sentido. Podría decir así, si lo consideran 
oportuno: "Urgir de la Comisión creada por resolución del 
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Secretario General de la Seguridad Social de 4-12-84 a 
que cumpla su finalidad en el menor plazo de tiempo». 

No es que el final me convenza desde el punto de vista 
estilístico, pero mi misión es acompasar temas y no sus- 
tituir estilos. 

Sometemos a votacjón este texto. 

Efectuada la votaci6n, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Propuestas de resolución del 
Grupo Socialista. ¿Petición de votación separada pm par- 
te de alguien? (Pausa.) 

Vamos a la votación en globo, como decíamos antes, y 
sometemos conjuntamente los tres puntos de la propues- 
ta del Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

- REAL COMITE ORGANIZADOR DE LA COPA MUN- 
DIAL DE FUTBOL 1982 - 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al siguiente punto del 
orden del día, relativo al Comité Organizador de la Copa 
Mundiál de Fútbol 1982. Sobre este particular sólo nos 
consta la existencia en la Mesa de una proposición del 
Grupo Popular, firmada por su portavoz, don Luis Rama- 
110. Tiene la palabra el Grupo Popular para intervenir en 
defensa de su propuesta de resolución. 

La sefiora RUDI UBEDA: Estamos en un caso prácti- 
camente igual al anteriormente expuesto y discutido. Yo 
estaba compr?bando, enestos momentos, el contenido del 
informe de la Ponencia y el contenido de nuestra propues- 

ta de resolución. Entiendo que ratificar el dictamen qui- 
zá pueda ser una dualidad, pero es simplemente lo que no- 
sotros planteábamos. Nada más. Gracias, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: i Alguna intervención en con- 
tra? (Pausa.) El señor Padrón tiene la palabra. 

El señor PADRON DELGADO: No es que estemos en 
contra, es que estamos en la misma situación que antes. 
Se han presentado unas propuestas de resolución que di- 
cen literalmente lo mismo que el informe de Ponencia, 
sólo que separado por artículos. Este informe fue votado 
favorablemente por el Grupo Popular en el anterior pe- 
ríodo de sesiones correspondiente a la anterior legislatu- 
ra, y por esta razón, por coherencia gramatical si quie- 
ren, vamos a tener que votar en contra de esta propuesta 
de resolución. 

El señor PRESIDENTE: ¿Existe posibilidad de concor- 
dia entre los Grupos, aunque sea en materias grama- 
ticales? 

La señora RUDI UBEDA: Estaba comprobando si era 
prácticamente igual y no lo es. Pero tampoco tiene ma- 
yor problema esta cuestión. La retiramos, señor Pre- 
sidente. 

El señor-PRESIDENTE: Entendiéndola por retirada, la 
Comisión resuelve que no hay resolución. Muchas gracias. 

No existiendo más puntos que tratar, se levanta la se- 
sión. Muchas gracias a todos. 

Eran las dos y diez minutos de la tarde. 
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